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Resumen 

Tras el reconocimiento y concientización del deterioro ambiental que sufre el planeta, generado 

por la huella ecológica que dejan los seres humanos en sus formas de “civilización y evolución”, 

los gobiernos del mundo entero, cada vez con mayor preocupación, se han comprometido en 

promover políticas y lineamientos que busquen mitigar la generación del daño al ambiente, y 

determinen estrategias de adaptación al impacto ya producido, por el cambio climático. 

Colombia no es ajena a esta preocupación, antes bien, reconoce el compromiso que tiene de 

proteger su fauna y flora, por ser considerado el segundo país más mega biodiverso del planeta, e 

históricamente ha reconocido la importancia de los recursos naturales. Muestra de ello, cuenta 

con principios Constitucionales que protegen al medio ambiente, inclusive antes de la 

Constitución de 1991, considerada una “Constitución Verde o Ecológica”, ya contaba con un 

Código Nacional de Recursos Naturales que, aunque no protegía como en la actualidad, derechos 

ambientales de tipo constitucional, si lo hacía de forma legal por estar contenido en la norma. 

Siempre a la vanguardia en asuntos ambientales, acogiéndose a todos los tratados internacionales 

y firmando pactos y compromisos que vayan destinados a la mitigación del impacto ambiental, 

Colombia cuenta con una notable jurisprudencia ambiental que ha reconocido a la naturaleza 

como sujeto de derecho.  Pero a pesar de los esfuerzos del legislador por crear normas 

encaminadas a la protección del medio ambiente y de las Altas Cortes que fallan bajo la mirada 

del derecho de un ambiente sano para todos, incluyendo las generaciones futuras, aún prácticas 

como, la minería ilegal, el vertimiento a las cuencas y cuerpos hídricos de aguas sin tratamiento, 

la tala indiscriminada, las malas prácticas en la disposición de elementos tóxicos y basuras, por 

traer algunos de los muchos ejemplos, son una problemática  de la actualidad colombiana. La 

investigación entonces apunta, a generar una respuesta aparejando la información obtenida de 
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fichas analíticas de contenido bibliográfico y normativo, y el sondeo actualizado de la realidad 

visible del país, de si las normas establecidas en el sistema jurídico colombiano, han sido 

efectivas para la mitigación del deterioro ambiental dentro de su territorio.  

 

Palabras clave: Normas ambientales, mitigación, adaptación, resiliencia ambiental, 

ambiente sano, jurisprudencia ambiental, efectividad, justicia climática 
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Abstract 

After the recognition and awareness of the environmental deterioration suffered by the planet, 

generated by the ecological footprint left by human beings in their forms of "civilization and 

evolution", governments around the world, with increasing concern, have committed themselves 

to promoting policies and guidelines that seek to mitigate the generation of damage to the 

environment, and determine adaptation strategies to the impact already produced by climate 

change. Colombia is no stranger to this concern, rather, it recognizes the commitment it has to 

protect its fauna and flora, as it is considered the second most mega-biodiverse country on the 

planet. Colombia has historically recognized the importance of natural resources; It has 

Constitutional principles that protect the environment, even before the 1991 Constitution, 

considered a "Green or Ecological Constitution", it already had a National Code of Natural 

Resources that, although they did not protect a constitutional right, if it was contained in the rule. 

Always at the forefront in environmental matters, adhering to all international treaties and 

signing pacts and commitments that are aimed at mitigating environmental impact, Colombia has 

a remarkable environmental jurisprudence that has recognized nature as a subject of law. But 

despite the efforts of the legislator to create regulations aimed at protecting the environment and 

the High Courts that fail under the gaze of the right to a healthy environment for all, including 

future generations, still practices such as illegal mining, the dumping of untreated water into 

basins and water bodies, indiscriminate logging, bad practices in the disposal of toxic elements 

and garbage, to bring some of the many examples, are a problem in Colombia today. The 

research then aims to generate a response by combining the information obtained from analytical 

sheets of bibliographic and normative content, and the updated survey of the visible reality of the 
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country, of whether the norms established in the Colombian legal system have been effective for 

mitigation. environmental deterioration within its territory 

Keywords: Environmental regulations, mitigation, adaptation, environmental resilience, 

healthy environment, environmental jurisprudence, effectiveness 
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Las crudas cifras que han arrojado los estudios realizados en las últimas décadas acerca 

del deterioro ambiental a nivel mundial, han encendido las alarmas de los gobiernos, y 

provocado una preocupación general, por la salud del planeta. El cuidado del medio ambiente 

alcanza gran relevancia, y es quizá, junto a la erradicación de la pobreza, es el tema que encabeza, 

todas las agendas internacionales. El evidente impacto ambiental que en su gran mayoría ha 

provocado el hombre, advierte la inminente necesidad de generar una mitigación en la 

producción del daño, y en encontrar formas de adaptación a los daños en el ambiente, ya 

causados. La preocupación por el cambio climático y los problemas ambientales que día a día 

atraviesan las naciones, han generado el compromiso entre los gobiernos, de realizar acciones 

eficaces dentro de sus territorios, que amortigüen y desaceleren el desenfrenado maltrato al 

medio ambiente. Es por ello, que los dirigentes tienen premura en generar políticas públicas, y 

normas con mira a la protección de la naturaleza que, en épocas pasadas, no gozaba del mismo 

interés. Esta preocupación se ha reflejado en la creación de mecanismos que brinden una correcta 

y sana   protección al ambiente, como es el caso de las normas jurídico-ambientales. 

Esta es la razón por la cual, trabajos de investigación como el desarrollado a 

continuación, son de gran importancia para hacer una precisión en cuanto a los avances que se 

han tenido en temas ambientales y que se pueda con ellos indicar si son completamente 

eficaces las soluciones que se han tomado en cuanto a la mitigación del deterioro ambiental 

dentro de un territorio específico; siendo esto último, con un enfoque en el sistema normativo 

colombiano, el objetivo de la presente investigación. 

Colombia, desde la década de los 70´s y a raíz de la expedición del Código de Recursos 

Naturales y protección al medio ambiente (Ley 23 de 1973), otorgó siempre a la naturaleza un 
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tratamiento especial. Manteniendo esa misma línea, la Constitución de 1991ratifica el carácter 

protector al medio ambiente, y consagra de principio a fin, muchas disposiciones ambientales, 

ahora de rango constitucional. Es por esta razón que la Constitución Colombiana de 1991 es 

conocida también como ``Constitución Verde '' y, le da al medio ambiente, una serie de 

derechos que deben ser respetados, no sólo por los ciudadanos, sino también por todos aquellos 

órganos e instituciones cabeza del estado. 

Ahora bien, no hay que desconocer que, aunque fue la ley 23 de 1973 la que dio una 

zancada hacia la protección del medio ambiente, existen decretos que datan de 1908 que 

buscaban, por ejemplo, la creación del departamento de bosques y tierras baldías (Decreto 1279 

de 1908) y la defensa de las aguas y riqueza vegetal (Ley 119 de 1909). Por tal razón, este 

trabajo de investigación toma consigo una metodología socio-jurídica, debido a que se examina 

y analiza si las normas jurídico-ambientales actualmente vigentes en Colombia se cumplen en la 

realidad o, si, por el contrario, no obedecen a la finalidad por las que fueron promulgadas, no 

entrando con esto a precisar su legitimidad o validez. 

Aun cuando el desarrollo de la normatividad ambiental en Colombia ha crecido en los 

últimos años y goza de protección constitucional, muchas de estas normas están apartadas de 

la realidad del país. Como ha sido de amplio conocimiento, muchos de los ataques hacia el 

medio ambiente o, hacia quienes intentan protegerlo, no cesan; y esto se ha evidenciado en 

notables vulneraciones hacia los mismos, donde se denota cierto desinterés en lo que al medio 

ambiente respecta. Ejemplo de lo anterior es que, en la actualidad 2021, aún en Colombia 

existen prácticas de deforestación, minería ilegal, consumo de aletas de tiburón, tráfico de 

fauna silvestre, contaminación industrial y una serie de problemáticas que se desarrollaran en 

las siguientes líneas. 
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Capítulo I 

 

Problema de Investigación 

 

Planteamiento del Problema 

 

Se podría llegar a pensar que la protección del medio ambiente y la eficacia de las 

normas que buscan protegerlo, depende de la voluntad de las personas en general, es decir, que 

solo se comprendería bajo el sentido sociológico de eficacia, en donde la norma se observa bajo 

la forma y el grado de su cumplimiento en la realidad, y quizá si se estría en lo cierto, pero esto 

último va de la mano con la aptitud de las instituciones encargadas de la creación de la 

normatividad jurídico-ambiental, o dicho de  otra manera, del sentido jurídico de eficacia. En este 

escenario jurídico se evidencia que, desde 2010, existen catorce cuerpos normativos que van 

desde resoluciones hasta leyes y que tratan temas comprendidos solamente a la gestión ambiental 

dentro del territorio colombiano. Dichas normas, las cuales buscan proteger el medio ambiente, 

solo se encuentran redactadas para poder obtener aceptación de las personas y que sean validas a    

la luz de los exámenes jurídicos estatales, pero desprendidas de una manera abrupta de la 

realidad ambiental del país. Lo anterior hace que, como menciona Henao (2003), en Colombia 

no florezca una cultura legal ambiental y no se conozca de esta área del derecho y de la fuerza 

que debe tener, no solo para la sociedad en general, sino para todas las empresas en lo que 

corresponde a su gestión ambiental. Para García Villegas (1993), la eficiencia de las normas no 

se sujeta necesariamente a la producción de efectos pragmáticos, sino de la apreciación de la 

sociedad sobre su utilidad, lo cual genera un efecto simbólico y político que contribuye a 

fortalecer la relación del Estado y sus gobernados, influenciándolos para que acaten las normas 

que se promulguen, independientemente de si son ambientales o no. 
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Debido a tan ignorada situación en el territorio nacional, los legisladores se han visto en 

la obligación de individualizar a los sujetos de especial protección de aquellas normas 

ambientales, todo esto, con el fin de consolidar la efectividad que por principios legales se les he 

atribuido al momento de expedir las mismas, y así, evitar dejar por fuera a alguno de estos, los 

cuales gozan de amparo constitucional. 

Así las cosas, y adoptando la tendencia global de la innovación ambiental, es cuando 

según Pérez (2013), Podemos observar cómo en Colombia la política ambiental se establece 

como requisito en los planes de desarrollo gubernamentales, teniendo en cuenta la importancia 

que poseen dichos recursos y que su cuidado, protección y preservación son responsabilidad de 

todos, principalmente del Estado, cuyo deber primordial debe ser el de salvaguardar y mantener 

el desarrollo constante de dicha riqueza, elaborando estrategias ambientales efectivas y velando 

por su cumplimiento. (p. 6) 

Por último, el repentino desarrollo del derecho ambiental en Colombia genera gran 

expectativa en cuanto a la efectividad de sus normas y la eficacia en la protección del medio 

ambiente, haciendo necesario que las normas vayan mucho más allá de la sola apariencia y se 

complementen de todas las maneras a la realidad ambiental del país. 
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Formulación del Problema 

 

¿Qué tan efectivas son las normas jurídicas en la mitigación del deterioro ambiental, dentro 

del territorio colombiano entre el 2010 al 2021? 

Objetivos 

 

Objetivo General 

 

Analizar la efectividad de las normas jurídicas en la mitigación del deterioro ambiental en el 

territorio colombiano. 

Objetivos Específicos 

 
    Estudiar las normas jurídico-ambientales que existen dentro del sistema normativo 

colombiano. 

     Describir las estrategias jurídicas utilizadas para la mitigación del deterioro ambiental           en 

Colombia. 

Determinar las problemáticas que existen en el territorio colombiano que provocan el          

deterioro ambiental. 
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Justificación 

 

Esta investigación pretende recopilar la suficiente información que permita evaluar si las 

normas ambientales vigentes, son realmente eficaces y logran su objeto de preservar, conservar, 

mitigar (los impactos negativos ambientales) y proteger los recursos naturales. 

Paralelo a ello, el estudio aspira determinar, si la sociedad realmente acata las normas de 

forma consiente, si las encuentra suficientes y si el Estado ha destinado los esfuerzos para 

alcanzar una conciencia social ambiental. 

Para entrar a estudiar el problema, será necesario ubicarse en la cima, posición que permitirá 

ver con claridad cuáles serían los caminos que llevarían a una solución. Es ambicioso pensarlo, 

pero sin lugar a duda un análisis reflexivo y argumentado, podría generar luces y grandes 

cambios a nivel nacional. 

  La investigación que se pretende llevar a continuación, puede ser el inicio de nuevos 

estudios que complementen y coadyuven al objetivo principal, el cual es lograr identificar la 

eficacia y eficiencia de las normas ambientales en Colombia. Si se va al caso hipotético de que 

efectivamente las normas sean insuficientes, al apoyarnos en un vistazo preliminar, sin 

fundamentos aún, pero observando la realidad en la seguridad ambiental de Colombia que deja 

ver la existencia de un problema; entonces se puede observar que el valor de este estudio puede 

llegar a ser incalculable. 

Conocer la realidad, sobre todo aquella en donde las actividades del hombre son 

absolutamente incidentes, es el inicio de un cambio. La sociedad necesita en ocasiones, que se le 

explique que sus actuaciones causan daño, más aún cuando el ser humano se ha acostumbrado a 

llevar una forma de vida que afecta al medio ambiente, pero como se trata de un comportamiento 

masivo, no se cuenta con la conciencia de cuan grande es la afectación que se provoca. Informar 
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a la sociedad a través de estas investigaciones, es brindar la oportunidad de ver la vida diferente 

y ofrecer herramientas que puedan ser utilizadas para combatir el deterioro ambiental, no solo 

desde un ámbito jurídico y por el acatamiento de normas que se imponen, sino desde la 

consciencia misma, del ser humano. 

Delimitación 

 

Espacial 

 

  La presente investigación analizará la efectividad de las normas ambientales contenidas 

en el ordenamiento jurídico, dentro del territorio de la Región Caribe colombiana. 

 

Temporal 

     La normatividad jurídico-ambiental que será considerada para la realización de este    

trabajo de investigación estará enmarcada dentro del periodo comprendido desde 2010 hasta, año 

2021. Teniendo como referente, la ley 1333 de 2009 que es complementaria a la Ley 99 de 1993 

para la estructuración de un régimen sancionatorio ambiental. Entonces esta investigación toma 

el año 2010 como punto de partida, para otorgarle el tiempo de adaptación que toma desde el 21 

de julio de 2009, cuando fue emitida, hasta enero de 2010. Año en que los organismos que están 

facultados para regular dicha normatividad en Colombia, como lo son el Congreso de la 

República, el Ministerio de Transporte y Desarrollo Sostenible, las Secretarías de ambiente de 

cada ciudad, la Corporación Autónoma Regional y el Instituto de Hidrología, Meteorología y 

Estudios Ambientales (IDEAM), han estado en una constante emisión de Leyes, Decretos y 

Resoluciones que giran en torno a la protección del medio ambiente. 
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Científica 

      Esta es una investigación de tipo socio-jurídica de enfoque cualitativo, que pretende dar 

solución a una problemática planteada, como lo es conocer la efectividad de las normas jurídico-

ambientales en la mitigación del deterioro    ambiental, dentro del territorio colombiano. Desde el 

análisis del comportamiento de la sociedad, con respecto al medio ambiente, se logra establecer, 

si las normas jurídicas dispuestas, han sido suficientes para generar una cultura ambiental que 

promueva el uso responsable y sostenible de los recursos naturales.  

Conocer si las medidas de adaptación y mitigación al impacto ambiental que genera la 

huella ecológica del modus vivendi de los colombianos, están intrínsecas en la normatividad. 

      La metodología utilizada de tipo cualitativo, observará el panorama, sus cualidades, 

características, las teorías actuales, y todo lo que rodea al derecho ambiental y su capacidad de 

protección y conservación del medio ambiente dentro de la jurisdicción colombiana. 

     Esta investigación se considera también de tipo descriptiva, pues la información 

recopilada se basará en datos actualizados de la problemática, en tiempo presente. La meta es 

comprender si las leyes actuales, están siendo efectivas y en concordancia con la necesidad 

mundial, de proteger el ambiente. Más aún hoy, que el cambio climático cobra una relevancia y 

exige a los estados, desarrollar herramientas para lograr la adaptación. La investigación se basará 

en la evaluación de la situación actual describiendo los hechos, comportamiento y relación 

tripartita entre, sociedad, normas y medio ambiente. 
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Teórica 

      Código de Recursos Naturales y protección al medio ambiente (Ley 23 de 1973); 

Constitución Colombiana de 1991 “Constitución ”, principios constitucionales ambientales : -

Derecho a un ambiente sano, -El medio ambiente como patrimonio común,- Desarrollo 

sostenible”; Tratados ambientales internacionales, - Conferencia de Estocolmo (1972)-Convenio 

sobre diversidad biológica -Convención sobre comercio internacional de especies amenazadas de 

flora y fauna silvestre”, -Convenio de Viena para la protección de la capa de ozono y el 

Protocolo de Montreal, - Convención Marco de Naciones Unidas  sobre cambio climático y el 

Protocolo de Kioto, -Convención de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes; 

Jurisprudencia ambiental Colombiana de algunos casos relevantes como: “ Río Atrato, Amazonía 

y Parque Isla Salamanca”; Disposiciones de las Corporaciones Autónomas Regionales; 

Disposiciones del Sistema Nacional Ambiental (SINA), y Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible.   

 

 Línea de Investigación 

 

Sublínea 

 

Relaciones Individuo-Estado, Democracia Y Ciudadanía 

 
   El presente trabajo, se encuentra bajo la sub línea de investigación “Relaciones 

Individuo-Estado, Democracia Y Ciudadanía.”, debido a que es ese el enfoque que se le da al 

desarrollo del mismo. Teniendo en cuenta que el tema central de la presente investigación es el 

medio ambiente, puede resultar apenas lógico que exista una relación del estado con el individuo. 

Si bien la creación de la norma depende de la facultad legislativa que se le ha concedido al 

Estado, esta, la norma, va dirigida a los ciudadanos para que, en cumplimiento de ella, protejan y 
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mitiguen el impacto ambiental. Ahora bien, la protección del medio ambiente tiene una doble 

finalidad; la primera es sin duda proteger el medio ambiente en sí, es decir, la tierra, el aire, el 

agua, los bosques y demás elementos que hacen parte de ella, y, la segunda es directamente 

consecuencial de la primera, ya que, si se protege el medio ambiente, se garantiza una calidad de 

vida a los ciudadanos, donde se protege, además de lo anterior, la dignidad humana. Con lo 

anterior, evidenciamos la relación individuo-estado. 

A partir del denominado presupuesto participativo, el gobierno puede, con beneplácito de 

los ciudadanos, llevar a cabo un modelo de gestión pública democrática en pro del medio 

ambiente. Por último, es viable mencionar lo establecido en la Conferencia de las Naciones 

Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 1992):  

“El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los 

ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona 

deberá tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan 

las autoridades, incluida la oportunidad de participar en los procesos de adopción de 

decisiones” 
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Capítulo II 

 

Marco Teórico 

 

Antecedentes de Investigación   

      A la luz de la crisis medio ambiental que vive el mundo entero, y evidenciando el 

deterioro de los ecosistemas y los recursos naturales en Colombia, nace la necesidad de conocer 

cuáles son las herramientas con las que cuenta el gobierno y los mismos ciudadanos, para 

proteger el derecho que se tiene a un ambiente sano. Y si realmente éstas, han sido lo 

suficientemente eficaces para lograr el objetivo de proteger el medio ambiente y la salud pública. 

      Son diversos los desafíos que enfrenta el país en materia ambiental, entre ellos 

están la lucha contra la deforestación indiscriminada en bosques, que entre otras, dio pie a una de 

las Sentencias más  revolucionarias en materia ambiental que ha fallado la Corte Suprema de 

Justicia, la STC 4360 DE 2018 en donde se declara a la Amazonía como sujeto de derecho y se 

protege de las malas prácticas ambientales; así mismo la contaminación de ríos, lagos y mares es 

otra de las batallas que enfrenta la justicia ambiental colombiana y de las cuales también se ha 

generado una jurisprudencia interesante; la defensa de los páramos, restricción del uso del 

fracking y cuidado de la fauna y flora son otros ejemplos de los desafíos que enfrenta Colombia. 

E increíblemente la defensa de líderes ambientalistas que han sufrido persecución por alzar su 

voz contra aquellos que hacen mal uso de los recursos naturales y el suelo, es otra de las 

problemáticas que debe atender el derecho ambiental. 

      Los pilares sin lugar a dudas de esta investigación son las leyes 99 de 1993 y la 

1333 de 2009, quienes conforman el inicio de un régimen sancionatorio para la protección del 

medio ambiente y el control judicial en esta materia. A parte de estas leyes, Colombia dispone de 
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una gran variedad de normas ambientales que se vienen desarrollando de forma intensiva desde 

la década de los años 70, pero esta investigación, enfocará la revisión de la normatividad 

dispuesta con posterioridad a la ley 1333 de 2009. Son ejemplos de éstas, la Resolución 97 de 

2017 por la cual se crea el Registro Único de Ecosistemas y Áreas Ambientales y se adoptan 

otras disposiciones; El Decreto 1076 de 2015. Decreto Único Reglamentario del Sector 

Ambiente y Desarrollo Sostenible; Resolución 6 de 2015. “Por la cual se ordena la suspensión 

del uso del herbicida glifosato en las operaciones de erradicación de cultivos ilícitos mediante 

aspersión aérea”; Decreto 2041 de 2014. Por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 

1993 sobre licencias ambientales. Resolución 2090 de 2014. “Por medio de la cual se delimita el 

Páramo Jurisdicciones – Santurbán – Berlín, y se adoptan otras determinaciones”. Resolución 

0456 de 2014. “Por la cual se modifica el artículo primero de la Resolución 138 de 2014. 

Decreto 1970 de 2012. Que modifica el capítulo sobre minería tradicional del Decreto 2715 de 

2010. Documento final de la Conferencia Río más 20.  El futuro que queremos. Ley 1518 de 

2012. «Por medio de la cual se aprueba el «Convenio Internacional para la protección de las 

Obtenciones Vegetales», del 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra el 10 de noviembre de 

1972, el 23 de octubre de 1978 y el 19 de marzo de 1991. Ley 1515 de 2012. Por medio de la 

cual se aprueba el Tratado de Budapest sobre el Reconocimiento Internacional del Depósito de 

Microorganismos a los fines del Procedimiento en materia de Patentes», establecido en Budapest 

el 28 de abril de 1977 y enmendado el 26 de septiembre de 1980 y su «Reglamento», adoptado el 

28 de abril de 1977 y modificado el 20 de enero de 1981 y el 1° de octubre de 2002. Ley 1473 de 

2011. «Por medio de la cual se establece una regla fiscal y se dictan otras disposiciones. Ley 

1466 de 2011. «Por el cual se adicionan, el inciso 2o del artículo 1o (objeto) y el inciso 2o del 

artículo 8o, de la Ley 1259 del 19 de diciembre de 2008, por medio de la cual se instauró en el 
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territorio nacional la aplicación del Comparendo Ambiental a los infractores de las normas de 

aseo, limpieza y recolección de escombros, y se dictan otras disposiciones. La Ley 1454 de 2011, 

por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras 

disposiciones. Ley 1450 de 2011, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo, 2010-

2014. Decreto-Ley 3573 de 2011, que crea la Agencia Nacional de Licencias Ambientales. La 

Ley 1444 de 2011, por medio de la cual se escinden unos Ministerios, se otorgan precisas 

facultades extraordinarias al presidente de la República para modificar la estructura de la 

Administración Pública y la planta de personal de la fiscalía general de la Nación y se dictan 

otras disposiciones. Decreto 2372 de 2010, por medio del cual se regula el sistema Nacional de 

Áreas Protegidas (SINAP). Decreto 2820 de 2010, por medio del cual se reglamentan las 

licencias ambientales. 

        Se pretende profundizar en las estrategias que son implementadas en las normas y 

políticas ambientales dirigidas a la mitigación del deterioro ambiental en Colombia, todo esto, 

con el único fin de identificar qué se quiere lograr con la promulgación de estas, y si son 

suficientes para lograr una efectiva mitigación. 

 

 Referentes Históricos 

 

      Para la misma época en que Colombia aprobaba la Ley 1333 de 2009 en donde 

reorganizaba su procedimiento sancionatorio en materia ambiental, el mundo firmaba el 

Acuerdo de Copenhague en donde ciento noventa y dos países y sus líderes, miembros de la 

Convención Marco de las Naciones Unidas del Cambio Climático, (CMNUCC), con el fin de 

encontrar las formas de continuar con lo que ya se había convenido en el  Protocolo de Kioto en 

la XV Conferencia Internacional sobre el Cambio Climático que se había celebrado en la ciudad 
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de Copenhague, en Dinamarca. Esta cumbre tuvo como fin que existiese un compromiso 

vinculante jurídicamente sobre el clima y válido en todo el mundo, que se aplicara a partir de 

2012." La preocupación mundial por el cambio climático y una de sus más visibles 

consecuencias, el calentamiento global, ya eran una realidad, y existía (y sigue existiendo), la 

necesidad de tomar acciones contundentes que mitigaran el impacto ambiental. Por su parte, la 

Unión Europea entendió que, si no se activaba un freno de mano, la situación llegaría a 

extremos imposibles de controlar. Es por eso que tiene más de tres décadas apuntándole a una 

política medioambiental en común, entendiendo que, “el medio ambiente no conoce fronteras”, 

así que, debía convocar a los gobiernos de todos los países que la conforman, para ahondar 

esfuerzos en un solo bloque.  

      Vemos entonces que la eficacia del derecho ambiental o de un sistema jurídico 

con normas ambientales que persigan la protección de nuestra ¨casa común¨, como ya se ha 

enunciado, no es un tema particular de Colombia. El mundo entero se encuentra reorientando 

sus políticas públicas y formas de evolución, bajo un concepto sostenible y amigable con el 

medio ambiente. Los estudios avisan del inminente colapso habitacional de nuestro planeta, si 

continuamos con las mismas formas de vida. Pero ¿Qué nos llevó a este punto? Sin temor a 

equivocarnos, la explicación a esta interrogante es que no existió un balance en la relación entre 

el modelo de desarrollo económico del ser humano y el medio ambiente. Para tomar un 

verdadero referente histórico, debemos remontarnos a la época de la industrialización, que, 

según Reynosa Navarro, Enaidy (2015) fue con la revolución industrial y todos los cambios que 

con ella se dieron a nivel, cultural, social, tecnológicos, científicos etc., cuando la relación entre 

la naturaleza y el hombre se complejizó.  Los avances y descubrimientos, abrió para el hombre 

un mundo de posibilidades en el uso de nuevos elementos para él, como lo fue, la combustión 
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de fósiles, como también, la explotación masiva de los recursos minerales del planeta. Las 

innovaciones en el aprovechamiento de la naturaleza, la ambición del ser humano, y la falsa 

creencia de que el planeta es resiliente al extremo, y que sus recursos se renovaran a la misma 

velocidad de que son aprovechados, han fracturado el equilibrio de los ecosistemas y afectado 

severamente al medio ambiente. Y los estudios científicos han ratificado que mientras el 

modelo de crecimiento económico se traduzca en una modalidad de desarrollo depredadora y 

agotadora en donde convergen las formas de insostenibilidad determinadas por ella, el cambio 

climático seguirá produciéndose y directamente proporcional al aumento en el consumo de 

energías de materias primas, producción de desechos, residuos y contaminación, así mismo 

aumentará la presión ambiental.  

 Referentes Teóricos 

 

Partiendo de la base de que la Constitución Política de 1991 se encuentra asentada bajo 

un marco jurídico-político denominado Estado Social de Derecho, donde se protege, además de 

otros derechos, la dignidad humana; no es de extrañarse que esta norma superior se preocupe por 

la protección y defensa del ecosistema, dando con esto al medio ambiente una condición 

constitucional. En este contexto, tal y como menciona Manzano (2020), no debe extrañarnos que 

sean muchos los principios del derecho ambiental los que se han incorporado a los textos 

normativos, ni que el desarrollo sostenible, hoy en día sean el norte del derecho constitucional 

colombiano.  

Ahora bien, para proteger la dignidad humana y cumplir con el mandato constitucional 

que menciona la vida como derecho inviolable, los gobernantes deben ir en pro de la protección y 

cuidado del medio ambiente. Esta tarea, aunque en mayor medida les corresponde a los 

mandatarios, como menciona Lopera (2019) ...acorde con el título de constitución verde, los 
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colombianos tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano, como ciudadanos tienen la 

obligación de participar en las decisiones del gobierno y de cuidar y proteger el medio ambiente, 

creando conciencia sobre la necesidad de generar sentido de responsabilidad social en todo lo 

relacionado con el ecosistema y el medio ambiente. 

La destinación del medio ambiente como un sujeto de derechos, ha traído consigo 

cambios significativos dentro de la manera convencional en la que se venía manejando el 

derecho en el territorio colombiano. Supelano (2020) hace mención a esta constitucionalidad del 

medio ambiente, cuando afirma que los derechos ambientales dejaron de ser una norma de rango 

legal, para convertirse en un derecho constitucional. La categoría de exigibilidad al estar incluido 

en los principios de la Carta Magna, toma otro sentido. Anteriormente, era bastante común 

determinar al ser humano como único sujeto de derechos dentro de la sociedad colombiana, de 

hecho, era asiduo afirmar que la naturaleza contaba con la única función de existir para ser 

explotada y brindar beneficios económicos a los seres humanos. 

Afortunadamente, en la actualidad este precepto ha cambiado, tanto así, que la naturaleza 

cuenta con herramientas jurídicas que solidifican la conexión existente entre los derechos del 

hombre y el calentamiento global, por lo cual, el Estado cuenta con la responsabilidad de 

reconocer y proteger la personalidad jurídica de la naturaleza, ya que, tal como lo manifiesta 

Vicente (2020) “a partir del reconocimiento del principio de la vida que está entretejido en los 

elementos de la Naturaleza y el daño irreparable ocasionado, es legítimo dotar a la naturaleza de 

derechos para su protección” 

En contexto latinoamericano, las normas superiores han ido poco a poco tomado el 

concepto de “Constitución Verde”. Ejemplo de lo anterior es Ecuador, debido a que, en 2008, se 

convirtió en el primer país latino en salvaguardar, jurídicamente hablando, la Madre Naturaleza. 
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Seguido a esto, Bolivia en 2010 sancionó la ley denominada “Ley de la Madre Tierra. Colombia, 

a través de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, le concedió derechos a la 

cuenca del río Atrato y declaró a la amazonia como región ecológica sujeto de derechos, 

cumpliendo de alguna manera con esto con lo que la Constitución de 1991 y norma superior 

vigente establece. Estos reconocimientos de derechos a la naturaleza, según Borras (2020), es el 

reflejo de un arduo proceso de constitucionalización del derecho a un ambiente sano, que no solo 

se está logrando de forma interna, sino que se viene desarrollando en distintos países de 

Latinoamérica.  

Tenemos entonces que, las altas cortes, han adoptado dentro de sus objetos de estudio, 

temas que tienen que ver con los delitos que son cometidos contra el medio ambiente. Según 

Rodríguez (2020); El Tribunal Penal Internacional posee competencias propias para 

determinados delitos relacionados con el medio ambiente, aunque no cabe negar que son 

realmente muy restringidas y se encuentran enfocadas exclusivamente en relación con ciertas 

actuaciones ofensivas con consecuencias ambientales y enmarcadas dentro del contexto de los 

crímenes de guerra. 

Es por eso, que se denota la necesidad de que se tenga esta jurisdicción especial, ya que así 

es más probable que se tenga un enfoque preferencial y más objetivo cuando de delitos 

ambientales se trata, debido a que este tipo de jurisdicciones, por lo general, tienen sus propios 

asuntos, a los que muchas veces se les debe otorgar prelación por sobre los que suceden con el 

medio ambiente. Es entonces allí donde ya se puede entrar a analizar si pudiera existir una 

completa justicia y si se cuenta con las correctas normas jurídico-ambientales y con el tribunal 

adecuado que se encargue de tratar estos asuntos. 
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Si bien la carta magna de 1991 se reviste de la ya denominada “Constitución Verde” y 

busca garantizar a los colombianos el poder disfrutar un medio ambiente sano, también es cierto 

que, si estos principios y derechos fundamentales no se tratan en conjunto con otros factores, 

como por ejemplo la educación, la fuerza que tendría en la sociedad no sería suficiente para 

mitigar el deterioro ambiental. A propósito, Lopera (2019), menciona que “otros desafíos para 

salvaguardar el ecosistema, la biodiversidad, los recursos naturales y alcanzar la sostenibilidad 

deseada son: educación, inversión presupuestal y participación de la ciudadanía”. Por su parte, y 

en concordancia con lo anterior, Supelano (2020) menciona que los conflictos ambientales 

necesitan ser solucionados bajo una estructura organizada y bien planificada. Deben 

considerarse los ecosistemas, la geografía y las divisiones políticas para lograr un análisis que 

abarque todo el espectro, y logre una solución real.  

Sería un error desconocer el avance que ha tenido el cuerpo normativo colombiano en la 

creación de políticas ambientales, pero, como lo hace saber Vargas (2021), “en Colombia el 

derecho ambiental ha ganado espacio, ya que hace parte de las propuestas políticas de sus 

gobernantes, pero en realidad estas políticas son muy tibias”. Para que haya una real efectividad 

de las normas ambientales en Colombia, se hace necesario que estas ataquen un problema real, 

una problemática existente, ya que, si se solo se promulgan cumpliendo los estándares legales, la 

norma estaría en una condición viva por su existencia, pero muerta en la realidad. 

Referentes Conceptuales 

 

Norma Ambiental 

La norma ambiental es el conjunto de reglas de conductas, que se dictan o se promulgan a 

través de un poder legítimo, para regular las relaciones y acciones que tienen los humanos, con el 
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medio ambiente. Las normas ambientales están dispuestas para su cumplimiento, y así garantizar 

el uso correcto de la naturaleza. Su infracción o incumplimiento, genera una sanción coercitiva.  

El Ambiente constituye uno de los máximos valores protegidos por el orden jurídico 

internacional, el cual se basa en normas ambientales que se imponen para ser adoptadas.  

 

Mitigación 

Bajo un enfoque ambiental, la mitigación hace referencia a todas aquellas medidas que se 

adoptan en busca de contrarrestar, el impacto negativo generado por el abuso del hombre contra 

el medio ambiente, minimizando el daño. Hablar de mitigación es hablar de reducción; quizá 

pueda existir una tendencia a comparar el termino mitigación con amortiguación, pero realmente 

la amortiguación se produce al final de la ecuación después de darse la mitigación. Es un poco 

complejo entenderlo, pero es muy importante dejar claro el concepto.  

A manera de ejemplo, ubiquémonos en la situación actual del cambio climático, es un 

fenómeno que ya está causado, gracias a los daños ambientales y los efectos producidos por los 

gases de efecto invernadero. ¡Pero atención que esta situación está activa! El ser humano 

continuamente está contaminando y provocando emisiones de estos gases agravando la situación; 

cuando se pretende mitigar el daño ambiental que está produciendo, debemos ser efectivos con 

medidas que realmente lo frenen o en su defecto que lo desacelere. La siembra masiva de 

mangles, por ejemplo, que son una de las especies con mayor capacidad de absorción del CO2, 

sería una acción de mitigación; que los gobiernos opten por la transición a energías limpias, sería 

otro claro ejemplo de mitigación, y así existen muchas formas en las que el hombre puede 

disminuir la producción de emisiones, o la absorción de las mismas.  
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Adaptación 

El cambio climático es la cruda realidad que enfrenta el planeta, y de la cual ya no se 

puede retroceder. Es decir que dar marcha atrás y regresar lo que la naturaleza ha perdido es 

imposible de lograr. Este cambio trajo consigo una cantidad de eventos climáticos inesperados 

para el hombre que lo obligan a cambiar las formas de vidas a las que estaba acostumbrado; es 

increíble imaginar en todos los aspectos en los que ha llegado a incidir. Estudiosos aseguran que 

absolutamente todo ha sido permeado por el cambio climático, y que de una u otra manera, 

afecta a todo lo existente.  

A los ajustes que tiene que hacer el ser humano para afrontar los eventos producto del 

cambio climático, se le llama “Adaptación”. La adaptación al cambio climático no busca en 

ningún momento frenar el impacto ambiental o disminuirlo, lo que busca es acomodarse a la 

nueva realidad y encontrar la mejor forma de acondicionarse a ellas. Para que quede claro el 

concepto, y no se confunda con mitigación, que esta si busca detener el daño ambiental, un caso 

de adaptación es cuando por ejemplo, los habitantes aledaños a zonas en alto riesgo de 

inundación que no tienen la capacidad económica de trasladarse a zonas de menor riesgo, y que 

saben que en épocas de invierno sus casas se anegarán de ahora en adelante a causa de las fuertes 

lluvias que provoca el cambio climático, cambian los diseños de construcción de sus viviendas 

por palafitos. Este es un claro ejemplo de adaptación, en donde el ser humano realiza cambios 

para acondicionarse al cambio.  

  

Resiliencia Ambiental 

La resiliencia ambiental refiere a la capacidad de un sistema de absorber perturbaciones 

(Urquiza, 2015:  p.  24).  Los ecosistemas están diseñados por la sabia naturaleza bajo principios 
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de equilibrio; es decir que los ecosistemas de forma natural siempre van a propender por 

mantener el equilibrio. Cuando un ecosistema es afectado, su reacción inmediata es reestablecer 

su estado, y todo dentro de él, actúa de manera perfecta y sistemática para lograrlo. A esa 

capacidad que tienen los ecosistemas de resistir y recuperarse al cambio o la intervención, se le 

conoce como resiliencia ambiental. Cabe aclarar, que en muchas ocasiones el impacto contra el 

ambiente es tan nocivo, que los ecosistemas pierden esa capacidad y su resiliencia ante ese daño 

se convierte en cero.  

 

Ambiente Sano 

Se entiende como ambiente sano, al entorno equilibrado y apto para el desarrollo del ser 

humano, que no ofrezca el más mínimo factor nocivo para la salud. Pero para el estado 

colombiano, el concepto de ambiente sano va mucho más allá. En Colombia el ambiente sano es 

un derecho constitucional, del que gozan todas las personas que se encuentren dentro de su 

territorio. Está contenido en el artículo 79 de la Constitución de 1991, y de él se derivan todas las 

normas ambientales existentes, y de donde se basan todas las sentencias, y en general la 

jurisprudencia ambiental en sus fallos. 

 

 

 

 

Jurisprudencia Ambiental 

La jurisprudencia ambiental, es el resultado de toda la interpretación de la ley que hacen 

los encargados de la administración de justicia, en los asuntos ambientales, basándose en el 
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estudio de los fallos y sentencias que han resuelto conflictos ambientales. Colombia cuenta con 

una robusta jurisprudencia ambiental, algunos de sus fallos han sido considerados en la justicia 

internacional, como vanguardistas. Ejemplo de ello, han sido los casos en los que se ha declarado 

a elementos de la naturaleza, como sujeto de derecho. 

 

Efectividad 

La efectividad es básicamente la concreción de un objetivo. Toda meta cumplida o toda 

acción que logre el efecto que se desea, se considera como efectiva. Para el caso de la 

investigación, se considerará que, si existe una efectividad en las normas jurídicas, si se 

comprueba que dichas normas han logrado el objetivo, que para el caso en concreto es que se 

esté dando la mitigación en el deterioro ambiental dentro del territorio colombiano. 

  Referentes Legales 

Decreto – Ley 2811 de 1974 

Para 18 de diciembre de 1074, el entonces presidente de la República de Colombia, 

Alfonso López Michelsen, establece el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de 

Protección al Medio Ambiente El objetivo de este código, que tenía una norma de carácter legal, 

era buscar la preservación, protección y conservación de los elementos de la naturaleza. Así 

como el control de los efectos nocivos, causados por la explotación de los recursos no 

renovables, y limitar al ciudadano, tanto de forma individual como colectiva y a la 

administración pública en el uso de los mismos.   

Este código de Recursos Naturales vanguardista en su momento, explica que el ambiente 

pertenece a todos, y que todos deben ser responsables de su uso y preservación. Deja claro que la 

responsabilidad de un ambiente sano es conjunta, y que todos debemos servir de guardianes 

ambientales. También establece en su artículo segundo, que el ambiente no solo es un patrimonio 
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común nacional, sino que se extiende a la esfera global, determinándolo como patrimonio común 

de la humanidad. Entendiendo que el medio ambiente no tiene fronteras, y que su afectación 

impacta al planeta entero, el código de recursos humanos extiende la responsabilidad que tiene el 

país, para con el mundo. 

De acuerdo con los objetivos enunciados, el presente Código regula: 

• La atmósfera y el espacio aéreo Nacional 

 

• Las aguas en cualquiera de sus estados 

 

• La tierra, el suelo y el subsuelo 

 

• La flora 

 

• La fauna 

 

• Las fuentes primarias de energía no agotable 

 

• Las pendientes topográficas con potencial energético 

 

• Los recursos geotérmicos 

 

• Los recursos biológicos de las aguas y del suelo y el subsuelo del mar territorial y 

de la zona económica de dominio continental e insular de la República 

• Los recursos del paisaje 

 

• La defensa del ambiente y de los recursos naturales renovables contra la acción 

nociva de fenómenos naturales. 
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• Los residuos, basuras, desechos y desperdicios 

• El ruido; 

• Las condiciones de vida resultantes de asentamiento humano urbano o rural 

• Los bienes producidos por el hombre, o cuya producción sea inducida o cultivada 

por él, en cuanto incidan o puedan incidir sensiblemente en el deterioro ambiental. 

El código de Recursos Naturales, busca armonizar la relación entre el hombre, su 

desarrollo socio-económico y el medio ambiente. En donde se procure un uso racional de los 

servicios ecosistémicos, para garantizar el cuidado de un ambiente sano para todos. 

Constitución Colombiana de 1991 “Constitución Verde” 

La Constitución Colombiana de 1991, constitucionaliza un derecho. El derecho de los 

colombianos al medio ambiente sano, contenido en el Artículo 79 de la Constitución como: 

“Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la 

participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo”. Antes de la Carta de 

1991, no existía un derecho Constitucional, sino un derecho de carácter legal. Los colombianos 

hasta ese entonces, se remitían al Código de Recursos Naturales y sus disputas medioambientales 

no eran dirimidas bajo el concepto de derecho constitucional; sin embargo, sí se contaba con una 

norma y legislación, que buscaba proteger el medio ambiente. Si nos remitimos al Artículo 8 del 

Código de Recursos Naturales, encontraremos el mismo derecho a un ambiente sano, pero de 

carácter legal. Y entorno a todas esas normas de contenido ambiental de los años 70`s y 80`s, 

quien se pronunciaba en estos temas, antes de la Constitución de 1991, era la Corte Suprema de 

Justicia a través de la sección de la “Sala Constitucional”. Sala, que poco podía pronunciarse en 

materia ambiental, pues no estaba constituido como derecho constitucional, y hasta ese 
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momento, antes de que naciese la Corte Constitucional, estos temas eran manejados de forma 

legal y reglamentariamente.  

Tras 104 años de vigencia de la Constitución de 1886, llega a Colombia la nueva Carta 

Magna en 1991, buscando reestructurar el Estado, generando cambios importantes y novedosos 

en diferentes ámbitos. Con el firme propósito de un Estado Social de Derecho, la Constitución 

del 91, defiende garantías y derechos que hasta ese momento habían estado limitados, o 

sencillamente no existían; Uno de ellos era el inexistente “Derecho Constitucional al Medio 

Ambiente”. La Constitución declara principios máximos de protección a los recursos naturales y 

al derecho de las personas de gozar un ambiente sano; catalogada como una “Constitución 

Ecológica”, la actual Constitución colombiana, está conformada por un conjunto de 

disposiciones superiores que amparan el medio ambiente contenidas en: 

· El preámbulo 

· Los Fines del Estado 

· La Obligación de proteger las riquezas naturales de la Nación 

· Saneamiento ambiental 

· La Función ecológica de la propiedad 

· Los bienes de uso público 

· Crédito según las calamidades ambientales 

· Educación ambiental 

· Derecho al ambiente sano 
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· El desarrollo sostenible 

· Deberes ambientales de los ciudadanos  

· Declaratoria de emergencia ecológica 

· Internacionalización de las relaciones ecológicas 

· Funciones ambientales de la Contraloría 

· Funciones ambientales de la Procuraduría 

· Cooperación fronteriza en temas ambientales 

· Funciones ambientales de las asambleas 

· Funciones ambientales de los concejos 

· Funciones ambientales de los territorios indígenas 

· Propiedad del subsuelo y de los recursos naturales 

· El medio ambiente como límite de la libertad económica 

· Intervención del Estado en la economía para la preservación de un medio 

ambiente sano 

· Consejo Nacional de Planeación con funciones ambientales 

· Explotación de recursos naturales 

· Saneamiento ambiental como objetivo de la actividad del Estado  
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 Ley 99 De 1993 

Posterior a la Carta del 91, el Congreso de la República, con el fin de lograr desarrollar 

los principios en materia medio ambiental contenidos en la Constitución , también en respuesta a 

los compromisos internacionales adquiridos y al evidente deterioro medio ambiental del país, 

expide la Ley 99 de 1993 con el fin de reordenar el sistema ambiental; sistema ambiental que ya 

existía en el país;   es por esto que la ley no habla de crear, sino de reordenar el sistema 

ambiental; lo que si crea, es el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Se crea como 

la máxima autoridad para direccionar la gestión de los recursos naturales y el medio ambiente, 

con el fin de impulsar la relación armónica entre el hombre y la naturaleza, buscando 

insistentemente realizar regulaciones públicas con el fin intrínseco de asegurar el desarrollo 

sostenible. 

Con más de 100 artículos en materia ambiental, reordena el sistema, y crea el Ministerio 

del Medio Ambiente facultándolo para administrar, orientar, formular líneas estratégicas que 

coadyuven a la protección y conservación de los recursos naturales de Colombia, asumiendo, el 

compromiso del reconocimiento de la biodiversidad como patrimonio nacional e interés de la 

humanidad. 

Por otra parte, la Ley 99 de 1993 promueve el desarrollo sostenible, definiéndolo como:  

“Aquel que conduzca al crecimiento económico, a la elevación de la calidad de la vida y al 

bienestar social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en que se sustenta, ni 

deteriorar el medio ambiente o el derecho de las generaciones futuras a utilizarlo para la 

satisfacción de sus propias necesidades” (Artículo 3°), con el fin de acabar el abuso contra los 

recursos naturales y el derroche de los mismos. La ley en procura del uso adecuado y eficiente de 

los beneficios ecosistémicos, y respetando el derecho que tienen las generaciones futuras a gozar 
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de un ambiente sano, exige que la sostenibilidad debe ser un principio intrínseco en todos los 

proyectos y procesos evolutivos del país. 

Otro asunto del que se ocupó esta ley, fue la organización institucional, creando el 

Ministerio de Medio ambiente, el Sistema Ambiental SINA y el Consejo Nacional Ambiental 

para que estos se encargaran de ejecutar las políticas, planes y programas en materia ambiental, 

siendo las máximas autoridades junto con las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR). 

(art.33) Ley 99 de 1993; Creación y Transformación de las Corporaciones Autónomas 

Regionales. ¨La administración del medio ambiente y los recursos naturales renovables estará 

en todo el territorio nacional a cargo de Corporaciones Autónomas Regionales¨. Estas se 

encuentran conformadas por la integración de las entidades territoriales que tienen por ley la 

administración del medio ambiente y los recursos naturales para propender el desarrollo 

sostenible. Su naturaleza jurídica es de carácter público, cuentan con autonomía administrativa y 

financiera, y un patrimonio propio con personería jurídica dentro de cada jurisdicción. A parte de 

muchas otras funciones, las Corporaciones Autónomas, al ser la máxima autoridad ambiental en 

el área de competencia, están facultadas para que, a modo de prevención, impongan y ejecuten 

medidas de policía y sanciones previstas por la ley. Esto en caso de surgir una trasgresión a las 

normas de protección ambiental y del mal uso de los recursos que ofrece la naturaleza.  

Con la ley 99 de 1993 se conservaron algunas Corporaciones Regionales que ya existían 

y sus jurisdicciones; otras fueron creadas para cubrir las necesidades dentro de todo el territorio 

colombiano, y otras CAR fueron modificadas en su jurisdicción o denominación. 

Las siguientes Corporaciones según la Ley 99 de 1993 conservaron su jurisdicción y 

denominación: 

- Corporación Autónoma Regional de Risaralda (CARDER) 
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- Corporación Autónoma Regional de Nariño (CORPONARIÑO) 

- Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental (CORPONOR) 

- Corporación Autónoma Regional del Tolima (CORTOLIMA) 

- Corporación Autónoma Regional del Quindío (CRQ) 

- Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Rionegro y Nare 

(CORNARE) 

- Corporación Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge (CVS) 

      Las siguientes Corporaciones fueron creadas con la Ley 99 de 1993: 

-. Corporación Autónoma Regional de la Orinoquía, CORPORINOQUÍA: su jurisdicción 

comprende los Departamentos de Arauca, Vichada, Casanare, Meta; los Municipios del 

Departamento de Cundinamarca, a saber: Guayabetal, Quetame, Une, Paratebueno, Chipaque, 

Cáqueza, Fosca, Gutiérrez, Choachí y Ubaque; y los municipios de Pajarito, Labranzagrandre, 

Paya, Pisba y Curabá del Departamento de Boyacá 

-. Corporación Autónoma Regional de Sucre, CORSUCRE: su sede principal en la ciudad 

de Sincelejo; su jurisdicción comprende el territorio del Departamento de Sucre, con excepción 

de los municipios que están dentro de la jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo 

Sostenible de la Mojana y del San Jorge, CORPOMOJANA. 

-. Corporación Autónoma Regional del Alto Magdalena, CAM:  su sede principal en la 

ciudad de Neiva; y su jurisdicción comprende el Departamento del Huila. 

-. Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia. CORANTIOQUIA: sede 

principal en la ciudad de Medellín; su jurisdicción comprende los municipios del departamento 

de Antioquia, con exclusión del territorio de los municipios que hacen parte de la jurisdicción de 
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la Corporación para el Desarrollo Sostenible de Urabá, CORPORINNOQUÍA, y de la 

Corporación Autónoma Regional de los Ríos Rionegro y Nare, CORNARE. 

-. Corporación Autónoma Regional del Atlántico, CRA: con sede principal en la ciudad 

de Barranquilla; su jurisdicción comprende el Departamento de Atlántico. 

-. Corporación Autónoma Regional de Santander, CAS:  su sede principal en la ciudad de 

San Gil; su jurisdicción comprende el Departamento de Santander, con exclusión de los 

municipios que hacen parte de la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta 

de Bucaramanga, CDMB. 

-. Corporación Autónoma Regional de Boyacá, CORPOBOYACÁ; su sede principal en 

la ciudad de Tunja; su jurisdicción comprende el Departamento de Boyacá con excepción de los 

municipios de Chiquinquirá, Saboyá, San Miguel de Sema, Caldas, Buenavista y Ráquira que 

hacen parte de la CAR; los municipios de Pajarito, Labranzagrande, Paya, Pisba y Cubará que 

hacen parte de CORPORINOQUIA; y los municipios que pertenecen a la Corporación 

Autónoma Regional de Chivor CORPOCHIVOR. 

-. Corporación Autónoma Regional de Chivor, CORPOCHIVOR:  su sede principal en la 

ciudad de Garagoa y su Jurisdicción comprende los municipios de Ventaquemada, Boyacá, 

Turmequé, Nuevo Colón, Viracachá, Ciénaga, Ramiriquí, Jenesano, Tibaná, Umbita, Chinavita, 

Garagoa, La Capilla, Tenza, Sutatenza, Guateque, Guayatá, Somondoco, Almeida, Chivor, 

Macanal, Santa María, San Luis de Gaceno y Campohermoso. 

-. Corporación Autónoma Regional del Guavio, CORPOGUAVIO:  jurisdicción en los 

municipios de Gachalá, Medina, Ubalá, Gama, Junín, Gachetá, Fómeque, Mámbita y Guasca en 

el Departamento de Cundinamarca. Su sede se encuentra en el municipio de Gachalá. 
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-. Corporación Autónoma Regional del Canal del Dique, CARDIQUE:  su sede principal 

en el Distrito de Cartagena de Indias y su jurisdicción comprende al Distrito de Cartagena de 

Indias y los municipios de Turbaco, Turbaná, Arjona, Mahates, San Estanislao de Koztka, 

Villanueva, Santa Rosa, Santa Catalina, Soplaviento, Calamar, Guamo, Carmen de Bolívar, San 

Juan, San Jacinto, Zambrano, Córdoba, y María la baje en el Departamento de Bolívar. 

-. Corporación Autónoma Regional del Sur de Bolívar, CSB:  su sede principal en 

Magangué y su jurisdicción comprende el territorio del Departamento de Bolívar con excepción 

de los municipios incluidos en la jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional del Canal 

del Dique (CARDIQUE). 

    A las siguientes corporaciones se les modificó su jurisdicción o su denominación con 

la ley 99 de 1993. 

-. Corporación Autónoma Regional del Magdalena, CORPAMAG: su jurisdicción 

comprende el territorio del Departamento del Magdalena con excepción de las áreas incluidas en 

la jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa 

Marta; 

-. Corporación Autónoma Regional del Cesar, CORPOCESAR: su jurisdicción 

comprende el territorio del Departamento del Cesar con excepción de las áreas incluidas en la 

jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta; 

-. Corporación Autónoma Regional de la Guajira, CORPOGUAJIRA: su jurisdicción 

comprende el territorio del Departamento de Guajira con excepción de las áreas incluidas en la 

jurisdicción de la Corporación para el Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta. 

-. Corporación Autónoma Regional de la Caldas, CORPOCALDAS:  su sede principal en 

la ciudad de Manizales; su jurisdicción comprenderá el territorio del Departamento de Caldas. 
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-. Corporación Autónoma Regional del Cauca, CRC:  su sede principal en la ciudad de 

Popayán; su jurisdicción comprende el territorio del Departamento del Cauca. 

-. Corporación Autónoma Regional de las Cuencas de los Ríos Bogotá, Ubaté y Suárez 

CAR: se denomina Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, CAR, y tiene 

jurisdicción en el Distrito Capital de Santafé de Bogotá y el territorio del Departamento de 

Cundinamarca, con excepción de los municipios incluidos en la jurisdicción de la Corporación 

Autónoma Regional del Guavio y los municipios del Departamento de Cundinamarca que hacen 

parte de la jurisdicción de CORPORINOQUIA. Su jurisdicción incluye los Municipios de 

Chiquinquirá, Saboyá, San Miguel de Sema, Caldas, Buenavista y Ráquira en el Departamento 

de Boyacá. Tiene su sede principal en la ciudad de Santafé de Bogotá, y establece una subsede 

en la ciudad de Fusagasugá. 

-. Corporación Autónoma Regional de Defensa de la Meseta de Bucaramanga (CDMB). 

    La ley fusionó la Corporación Autónoma Regional del Dique – Cardique, en la 

Corporación Autónoma Regional del Atlántico - CRA, y se le denominó Corporación Autónoma 

Regional del Delta del Magdalena, Corporación Autónoma Regional de la Cuenca Baja del Río 

Magdalena CAR Bajo Magdalena.  

     Por último, en cuanto a las Corporaciones Regionales Autónomas, se les otorgó la 

administración de los recursos naturales y medio ambiente, bajo la modalidad de regiones con 

Régimen Especial, a la Región Amazónica, del Chocó, de la Sierra Nevada de Santa Marta, de la 

Serranía de la Macarena, de la Región de Urabá, del Departamento Archipiélago de San Andrés, 

Providencia y Santa Catalina, de la Región de la Mojana y del San Jorge. 
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La participación ciudadana como principio, fue también una disposición de la Ley 99 de 

1993; La ley busca por todos los medios garantizar la participación ciudadana que hasta hoy ha 

sido compleja y en muchos casos considerada una actividad peligrosa; por la persecución de los 

activistas que buscan alzar su voz ante el atropello contra los recursos naturales y contra el 

bienestar y salud de las comunidades. La metodología de estos procesos en muchos casos se hace 

muy compleja y poco accesible al ciudadano del común, provocando el tedio y desinterés a 

participar de forma activa. Pero lo cierto, y a pesar de las barreras encontradas para hacer uso de 

este derecho de participar en los procesos que generen impacto ambiental, ha sido está un 

mecanismo importante para frenar y denunciar actividades que violan el derecho de todos, a 

gozar de un ambiente sano.  

Esta ley en realidad enmarca la normativa ambiental en Colombia, aparte de todo lo 

anteriormente enunciado, la ley también define todo en cuanto a las acciones de reparaciones, 

concertaciones, planes de cumplimiento para las empresas públicas o privadas, uso de 

tecnologías, planes de adaptación y mitigación al impacto ambiental etc., en general, recoge todo 

el marco de legalidad en cuestión ambiental. 

Ley 1333 de 2009  

El 21 de julio de 2009 se aprueba la Ley 1333, en donde se establece el procedimiento 

sancionatorio ambiental en Colombia, que busca señalar las infracciones, medidas preventivas, y 

la imposición y ejecución de las sanciones, para todo aquel o aquello, que atente contra el medio 

ambiente y su buen uso. Gracias a la aprobación de esta ley, Colombia cuenta con las 

herramientas jurídicas para sancionar eventos donde se produzca contaminación, o exista 

incumplimiento de las normas ambientales; con ello garantiza el cumplimiento de la norma y de 

los acuerdos y tratados internacionales a los que se ha comprometido. Inclusive el proceso 
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sancionatorio ambiental, puede ejercer el principio de prevención, activándose a través de la 

presunción de un daño. En donde el presunto infractor contará con la oportunidad procesal 

correspondiente para desvirtuar la culpa que se le señala. El infractor será sancionado 

definitivamente si no desvirtúa la presunción de culpa o dolo para lo cual tendrá la carga de la 

prueba y podrá utilizar todos los medios probatorios legales. 

Como la ley lo dispone en su artículo primero, “el Estado es el titular de la potestad 

sancionatoria en materia ambiental y la ejerce sin perjuicio de las competencias legales de otras 

autoridades a través del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, las 

Corporaciones Autónomas Regionales, las de Desarrollo Sostenible, las Unidades Ambientales 

de los grandes centros urbanos a que se refiere el artículo 66 de la Ley 99 de 1993, los 

establecimientos públicos ambientales a que se refiere el artículo 13 de la Ley 768 de 2002 y la 

Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, UAESPNN, de 

conformidad con las competencias establecidas por la ley y los reglamento”. (Art.1). Las 

autoridades ambientales impondrán sus acciones preventivas sancionando bajo el fundamento del 

principio de precaución, que establece que la falta de evidencia científica absoluta, no puede ser 

excusa para no adoptar medidas eficaces que impidan la afectación del ambiente.  

Entre otras sanciones, estas son algunas de las sanciones que las autoridades ambientales 

pueden fijar a quienes incurran en infracciones ambientales: 

 

• Multas diarias hasta por 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes (COP 

2.947.500.000 o aprox. USD 1.649.000.). 

• Cierre temporal o definitivo del establecimiento, edificación o servicio. 

• Demolición de la obra a consta del infractor. 
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• Decomiso definitivo de especímenes, especies silvestres exóticas, productos y 

subproductos, elementos, medios o implementos utilizados para cometer la infracción. 

• Restitución de especímenes de especies de fauna y flora silvestre. 

• Revocatoria o caducidad de la licencia ambiental, autorización, concesión, 

permiso o registro. 

• Trabajo comunitario. 

Cabe señalar que, en materia ambiental, la responsabilidad no es solidaria, solo existe la 

responsabilidad solidaria, en algunos casos donde el legislador de forma excepcional lo ha 

establecido. Uno de ellos es la normatividad acerca de los residuos peligrosos. Y se exime de 

responsabilidad en los eventos de fuerza mayor o caso fortuito, de conformidad con la definición 

de los mismos contenida en la Ley 95 de 1890, y el hecho de un tercero, sabotaje o acto 

terrorista. 

 Las sanciones en materia ambiental tienen una función preventiva, correctiva y/o 

compensatoria para asegurar el cumplimiento de los principios constitucionales que protegen el 

derecho a un ambiente sano. Las sanciones ambientales, buscan prevenir que se produzca el 

daño, evitar su continuidad en aquellos casos en los que se está produciendo de forma activa, o 

en su defecto, compensar el daño inevitablemente causado. También es importante señalar, que 

para la ley 1333 de 2009, se considera una infracción ambiental no solo la ocasión del daño, sino 

la omisión de la norma contenida en el Código de Recursos Naturales Renovables, Decreto-ley 

2811 de 1974, en la Ley 99 de 1993, en la Ley 165 de 1994 y en las demás disposiciones 

ambientales vigentes en que las sustituyan o modifiquen y en los actos administrativos emanados 

de la autoridad ambiental competente. Será también constitutivo de infracción ambiental la 

comisión de un daño al medio ambiente, con las mismas condiciones que para configurar la 
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responsabilidad civil extracontractual establece el Código Civil y la legislación 

complementaria, a saber: El daño, el hecho generador con culpa o dolo y el vínculo causal entre 

los dos. Cuando estos elementos se configuren darán lugar a una sanción administrativa 

ambiental, sin perjuicio de la responsabilidad que para terceros pueda generar el hecho en 

materia civil. (Art. 5. Infracciones) 

Decreto 1076 de 2015 

El gobierno colombiano en el año 2015, propone expedir 21 decretos reglamentarios que 

rigieran diferentes sectores; entre esos, se expide el Decreto 1076 de 2015, que tiene como 

objetivo la eficiencia en el sistema jurídico y legal que rige el sector ambiental del país, y contar 

con un nuevo instrumento jurídico. El decreto dispone límites al aparato económico del sector 

primario. Es decir que a todas aquellas empresas que operan en el sector de producción y 

transformación de alimentos y productos derivados de la explotación de recursos naturales, se les 

limita el proceso de producción, para ser obligadas a tener un trato responsable con el medio 

ambiente y sus recursos. Recordemos que la principal razón de impacto ambiental global, ha sido 

el modelo depredador del ser humano en su “desarrollo” socio-económico; y su afán de sacar el 

máximo provecho, olvida que tiene una responsabilidad de proteger y cuidar el medio ambiente. 

Es por eso que decretos como el 1076 de 2015 nacen como una acción garante del estado en la 

protección de los recursos naturales.  

El sentido de esta ley es incentivar a la sociedad a ser amigables con el medio ambiente; 

es por ello que estas normas tienen la potestad legislativa de controlar la explotación de los 

recursos naturales por parte de las empresas que operan en el sector primario de la economía. 
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Resolución 97 de 2017 

Con esta resolución se crea el Registro Único de Ecosistemas y Áreas Ambientales 

(REAA), que sirve como herramienta documental, informativa y ágil, que permite identificar y 

priorizar ecosistemas y áreas ambientales del territorio nacional, en las que se pueden 

implementar Pagos por Servicios Ambientales (PSA) e incentivos a la conservación, que no se 

encuentren registradas en el Registro Único Nacional de Áreas Protegidas (RUNAP).  

Lo anterior, sin perjuicio de la aplicación del Pagos por Servicios Ambientales (PSA) y 

otros incentivos a la conservación, en otras áreas del territorio colombiano conforme la 

normatividad que regule la materia. (Art.1) 

Resolución 6 de 2015 

“Por la cual se ordena la suspensión del uso del herbicida glifosato en las operaciones 

de erradicación de cultivos ilícitos mediante aspersión aérea” 

Parte de la estrategia de la política antidroga colombiana era la implementación de 

fumigaciones con glifosato mediante aspersión aérea, para la erradicación de cultivos ilícitos. 

Colombia se ha visto obligada a combatir esta problemática a través de la creación de diferentes 

mecanismos alternativos, que le permitan definitivamente, acabar con la producción de 

sustancias estupefacientes, que de muchas maneras han afectado 

los diferentes sectores económicos del país, a causa de la inseguridad y la mala 

imagen del país a nivel internacional. Pero al comprobarse la afectación que se produce a 

la salud pública y el medio ambiente con el uso de la fumigación química contra las plantaciones 

de coca, marihuana y amapola, y luego de la publicación del informe realizado por la 

Organización Mundial de la Salud –OMS en la que se alertan los posibles efectos cancerígenos 
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del herbicida glifosato, el gobierno colombiano declaró la suspensión en el uso de este herbicida 

a través de la Resolución 6 de 2015. 

Decreto 2041 de 2014 

Por el cual se reglamenta el Título VIII de la Ley 99 de 1993 sobre licencias ambientales. 

Este decreto se expidió por el entonces presidente, de la República, y busca reglamentar 

el Título VIII de la Ley 99 de 1993, título que hace referencia a las licencias ambientales. 

Este decreto limita los abusos en el desarrollo de obras civiles exigiendo la obligatoriedad 

de la licencia ambiental para la ejecución de obras, el establecimiento de industrias o el 

desarrollo de cualquier actividad que pueda generar deterioro grave a los recursos naturales 

renovables o al medio ambiente o introducir modificaciones considerables o notorias al paisaje. 

Así mismo, el objetivo de este decreto es fortalecer el proceso de licenciamiento 

ambiental en aras de la protección del medio ambiente. 

Decreto 2090 de 2014 

“Por medio de la cual se delimita el Páramo Jurisdicciones – Santurbán – Berlín, y se 

adoptan otras determinaciones” 

El Páramo de Santurbán es considerada una zona estratégica de reserva natural, recarga y 

regulación del agua, además de ser el eje del desarrollo Regional de los departamentos de 

Santander y Norte de Santander, debido a que sus 48 municipios se abastecen con sus aguas. La 

riqueza de esta zona, y la permanente amenaza del hombre de intervenirla, con proyectos de 

mega minería, y la cantidad de incendios forestales que carecen de investigación qué los 

produce, hace necesaria su delimitación y fijación de las determinantes ambientales que la 

protejan y garanticen programas de mitigación y prevención. 

Decreto 1970 de 2012 
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Que modifica el capítulo sobre minería tradicional del Decreto 2715 de 2010. 

Documento final de la Conferencia Río+ 20. 

La minería ilegal en el suelo colombiano, es de los conflictos ambientales más lucrativos 

y dañinos que enfrenta el estado. Territorios como la Amazonía, están viéndose arrasados por 

este flagelo, en este caso por la extracción de oro; en el caso del departamento del Cauca sucede 

que la minería ilegal está acabando con el río Sambingo; el río Atrato en el Chocó, está 

recibiendo una alta contaminación por mercurio; los Farallones de Cali están siendo explotados 

por socavones, arrasando a su paso con la tierra, la fauna y flora. Y de esa manera se podría 

continuar la lista del vasto maltrato ambiental que está padeciendo el segundo país más mega 

diverso del planeta. Llamado el parásito silencioso, la minería ilegal está dejando heridas 

incurables acabando con la capacidad de resiliencia de los ecosistemas, no hay posibilidad de 

que ellos puedas recuperarse ante este impacto que transforma incluso la morfología del suelo. 

La minería y explotación ilegal de recursos naturales, se encuentra presente en cuatro de 

las seis regiones del país. Recibiendo el mayor impacto ambiental, las regiones del Pacífico y la 

Amazonía. 

El estado busca a través de la legalización de los explotadores que, acrediten ciertos 

requisitos, obtener el control y limitar los abusos ambientales que se vienen dando. El Decreto 

1970 de 2012 tiene como principal objetivo la legalización. “La Autoridad Minera o su delegada 

adelantarán el trámite de legalización de la actividad minera ejecutada por aquellos 

explotadores, grupos y asociaciones, que acrediten ser mineros tradicionales y que exploten 

minas de propiedad estatal sin título minero inscrito en el Registro Minero Nacional, para lo 

cual deben cumplir con todos los requisitos establecidos en este decreto”. (art.1)  
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Ley 1518 de 2012 

“Por medio de la cual se aprueba el «Convenio Internacional para la protección de las 

Obtenciones Vegetales», del 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra el 10 de noviembre de 

1972, el 23 de octubre de 1978 y el 19 de marzo de 1991” 

En aras de la conservación de la biodiversidad en el planeta, y en procura en la 

adaptación al cambio climático generando nuevas variedades vegetales resistentes a las 

condiciones climáticas adversas y a las enfermedades, nace la “Unión Internacional para la 

Protección de las Obtenciones Vegetales”.  

Convención de Viena  

El Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono fue firmado por 28 países 

en marzo de 1985, y su objetivo principal era comprometer a las naciones para que adoptaran 

medidas legislativas y administrativas enfocadas en la protección de la salud humana y el medio 

ambiente contra los efectos adversos resultantes de la actividad humana que impacten la capa de 

ozono. La investigación, la cooperación entre los países y el intercambio de información, fueron 

el sello del compromiso; las naciones se comprometieron no sólo medir y controlar sus 

emisiones, sino a compartir la información de los datos arrojados y las nuevas tecnologías 

desarrolladas dentro de la investigación, para colaborar con la comunidad internacional, 

entendiendo que el ambiente nos pertenece, nos afecta y nos beneficia a todos por igual. 

Para la época en que se realizaba la convención de Viena, la preocupación del momento 

era la afectación en la capa de ozono que habían arrojado los estudios científicos. Estudiosos 

británicos dan a conocer los resultados que ajorró la Expedición Británica a la Antártida, dirigida 

por el Dr. Joe Farman. Con este documento nace el famoso "agujero en la capa de ozono", donde 

se reveló por primera vez a través de imágenes satelitales, la gran disminución de las 
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concentraciones de ozono sobre la Antártida en la primavera. Estos resultados alertan al mundo y 

demuestran el agotamiento grave causado por las malas prácticas del hombre, de la capa de 

ozono.  Era claro para los investigadores, que los países desarrollados ocupaban los primeros 

puestos en la responsabilidad del daño causado. La emisión de gases producida por los países 

industrializados, era visiblemente mayor, que en los países en subdesarrollo o en vía de 

desarrollo. Pero lamentablemente los países que competían en una carrera de alta velocidad a la 

producción industrial y desarrollo económico, como lo eran Estados Unidos y China, no 

firmaron el acuerdo de Viena, siendo ellos los máximos emisores de gases.  

El Convenio de Viena definió futuros protocolos y se estipularon ordenamientos de 

enmienda y resolución de conflictos. Además, este convenio permitió florecer el principio de 

precaución, gracias a que las naciones se comprometieron a darle frente y solución al conflicto 

ambiental mundial, antes de que sus efectos fuesen palpables o comprobados.  

La Convención de Viena tenía claro que el compromiso que se estaba firmando entre las 

naciones no era concreto con las medidas para la reducción de las sustancias que específicamente 

afectaban la capa de ozono; es por esto que dentro de la Convención se adopta una resolución 

que facultaba al Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) para 

convocar la elaboración de un protocolo que incluyera medidas de control para las sustancias 

destructoras del ozono y que debía firmarse lo antes posible. A razón de este compromiso, a los 

dos años siguientes, en septiembre de 1987 se firmó el Protocolo de Montreal sobre las 

Sustancias que agotan la Capa de Ozono. 
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El Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono 

De cara a controlar las sustancias que agotan la capa de ozono, y con el compromiso 

adquirido en la Convención de Viena por las naciones que la aprobaron, se acuerda el Protocolo 

de Montreal, en la sede de la Organización Internacional de la Aviación Civil en Montreal. 

El Protocolo tuvo en cuenta la inclusión de cláusulas que diferenciaban las circunstancias 

especiales de algunas naciones, especialmente los países en vía de desarrollo con índices de 

consumo bajos que no encontraban equilibrado ser tratados igual que aquellos países con altos 

consumos. Era claro que, de ser tratados con la misma rigurosidad, se verían afectados en su 

desarrollo económico. La estructura del Protocolo es flexible y permite ajustar las medidas con 

demostración de pruebas científicas, sin la necesidad de volver a negociarlo en su totalidad.  

En el marco del Protocolo de Montreal se establecen grupos internacionales encargados 

de la vigilancia y evaluación, dirigidos por el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 

Ambiente, para inspeccionar la información, y mantener actualizados los datos científicos, 

ambientales, técnicos y económicos del agotamiento del ozono. Las investigaciones realizadas 

por un grupo de expertos arrojan que los Clorofluorocarburos más conocidos como CFC, eran 

los causantes de la degradación de la capa de ozono, y eran los creadores del famoso “Agujero 

Negro” en la capa de ozono que se registraba sobre la Antártida.  

A partir de ese momento y con las alarmas encendidas en el mundo entero, se apoya la 

adopción de controles de las sustancias destructoras del ozono y la industria comienza a 

concentrar recursos y un gran esfuerzo, en el desarrollo de productos alternativos a los CFC que 

no fueran perjudiciales para el ozono. 
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El Protocolo entra en vigor en 1989, cuando 29 países y la Comunidad Económica 

Europea, que representaban en forma aproximada el 82% del consumo mundial, lo habían 

ratificado. A partir de entonces muchos otros países lo han ratificado. 

 

Protocolo de Kioto (De la Convención Marco sobre el Cambio Climático) 

Debido a la huella ambiental que ha dejado la actividad humana en el planeta, hoy el 

mundo experimenta un fenómeno conocido como cambio climático. Ha sido la respuesta de la 

tierra al mal uso y abuso que le ha dado el hombre. La variación en el equilibrio de la naturaleza, 

ha traído consigo climas extremos; las lluvias son más intensas y prolongadas, y las sequías 

alcanzan temperaturas agobiantes. El cambio climático es una realidad que afecta en todos los 

rincones del planeta, y se manifiesta abruptamente provocando catástrofes naturales.  El aumento 

en el nivel del mar debido a los deshielos de los cascos polares, el aumento de los eventos 

espontáneos de incendios forestales, la acentuación de la remoción en masa, el aumento en las 

inundaciones, erosión y eventos sísmicos, son claros ejemplos de la variación que enfrenta el 

mundo. Todo el caos climático promueve una nueva convocatoria global, en donde se pretende 

un esfuerzo colectivo para enfrentar el cambio climático y mitigar el daño efectuado por el 

hombre. El turno esta vez, es para Japón en donde se preside el acuerdo internacional, en la 

ciudad de Kioto en el año de 1997; Ratificado por los 33 países de América Latina y el Caribe, el 

Protocolo de Kioto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 

entró en vigor en el 2005. El Protocolo establece metas vinculantes de reducción de las 

emisiones de gases de efecto invernadero para los países industrializados, reconociendo que son 

los principales responsables de los elevados niveles de emisiones de gases de efecto invernadero 

que hay actualmente en la atmósfera y bajo el principio de las responsabilidades comunes pero 
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diferenciadas. Cabe volver a recordar que el ambiente no tiene fronteras, y su afectación 

tampoco; es por eso que todos en mayor o menor proporción inciden en el problema y deben 

hacer parte en la solución y/ o mitigación.  

Se les llama gases de efecto invernadero, porque al quedar atrapados en el planeta, no 

permiten que el calor del sol, que logra entrar a la tierra, pueda salir; entonces al quedar atrapado 

también el calor, hace que la temperatura aumente, comparándose así tal cual, al comportamiento 

de un invernadero. El Protocolo de Kioto entonces, tiene como objetivo luchar contra la 

producción de estas emisiones y evitar que se siga propiciando el calentamiento global, que trae 

consigo el cambio climático. Nace también aquí el concepto de adaptación al cambio climático; 

frenar el cambio climático es una tarea utópica y casi imposible. Las soluciones están dadas en 

términos de mitigación y adaptación. El cambio está dado, ahora el hombre necesita mitigar el 

daño, buscando reducir las emisiones y lograr adaptarse al nuevo juego de la naturaleza. 

Buscando que los ecosistemas se logren acondicionar, adaptar, valga la redundancia, y 

encuentren un nuevo equilibrio. 

Los acuerdos en Kioto, comprometen a las naciones en disminuir las emisiones en el uso 

de: 

• Electricidad 

• Refinado de hidrocarburos 

• Fabricación de cemento, vidrio y cerámica 

• Producción de acero, hierro y sus derivados. 

• Producción de papel y pasta de papel 
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El Protocolo de Kioto estuvo dividida en dos fases, que fueron diferenciadas por 

periodos: 

• 2005-2007: Período de toma de contacto 

• 2008-2012: Comercio internacional de emisiones de Kioto. 

 

Las metas del Protocolo eran cubrir la disminución de los siguientes seis gases de efecto 

invernadero: 

• Dióxido de Carbono 

• Metano 

• Óxido Nitroso 

• Hidro fluoro-Carbono 

• Perfluorocarbono 

• Hexafluoruro de Azufre 

 

Para compensar las consecuencias de las metas planteadas por el acuerdo, se estableció 

flexibilidad en la manera en que los países puedan cumplir con sus objetivos. Por ejemplo, se 

permite que, de manera parcial, los países puedan compensar sus emisiones con el aumento de 

bosques o sumideros naturales, que se encargan de eliminar el dióxido de carbono que se 
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encuentra contenido en la atmosfera. Esta compensación se puede dar dentro del territorio 

nacional, o inclusive en otros países con los que se acuerde este tipo de negociación.  

Otro punto importante que se trató a manera de estrategia para lograr los objetivos del 

acuerdo, es que los países más desarrollados, aporten su asistencia en tecnología y recursos 

financieros, a los países menos desarrollados, buscando que estos segundos, logren un desarrollo 

sostenible. De la misma forma, los países con mayor desarrollo, deben incentivar a los países en 

vía de desarrollo, a evitar la deforestación y estimular el desarrollo bajo un concepto amigable 

con el medio ambiente. 

Para que el protocolo lograra entrar en vigor, se establecieron dos requisitos 

indispensables: 

• Participación mínima de 55 países 

• Las emisiones de los países más contaminantes, superen el 55% de las emisiones 

totales del Anexo 1. 

Debido a estas condiciones, solo hasta el 2005, con la ratificación de Rusia al Protocolo, 

se logró poner en vigor los acuerdos. 

 

Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes (COP) 

A finales de la década de los cuarenta, el mundo vivía una época de hambruna, resultante 

de las guerras, destrucción y pobreza. A raíz de todo aquello, los esfuerzos de la ciencia y la 

tecnología, se enfocaron en lograr sistemas agropecuarios altamente eficientes, que lograran 

contrarrestar el hambre a través de la producción masiva de alimentos en corto tiempo. Esto 

conllevó, entre otras situaciones, a la utilización de un alto suministro de insumos en los 

animales y dentro de los cultivos, para incrementar su rendimiento. Optar por este manejo 
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agronómico, cumplió el objetivo en cuanto a la eficiencia en las altas producciones, pero esta 

actividad, trajo consigo un alto grado de contaminación para la naturaleza. 

Los nutrientes suministrados a las plantas a través de los fertilizantes terminan 

almacenándose en el suelo, y estos lixiviados, están altamente cargados de iones, convirtiéndose 

en factor contaminante de las aguas subterráneas.  

En las últimas décadas, hemos sido los artífices inconscientes de un vasto, descontrolado 

y generalizado experimento químico que afecta los mares, cuencas hídricas, la atmósfera, el 

suelo, las plantas, los animales y los seres humanos. La fabricación de los productos químicos 

que han contribuido aparentemente, al bienestar humano; mejorando la producción agrícola, al 

eliminar las plagas de los cultivos y lograr grandes producciones agrícolas a tiempos récords. 

Pero muchos de esos mismos productos que han logrado milagros en las producciones, una vez 

liberados en el mundo, causan reacciones tóxicas, y por tiempos prolongados persisten en el 

medio ambiente, viajando miles de kilómetros desde el lugar en que se utilizaron y representan a 

largo plazo una amenaza para la salud y la ecología que nunca se previó ni deseó. La amenaza 

llegó a tales niveles, que el mundo vuelve a convocarse para acordar de forma conjunta, 

controlar el uso de estos productos. 

El 22 de mayo de 2001 los gobiernos del mundo se reunieron en Suecia y adoptaron un 

tratado internacional destinado a restringir y, en definitiva, eliminar su producción, utilización, 

emisión y almacenamiento. Este tratado, llamado el Convenio de Estocolmo sobre 

Contaminantes Orgánicos Persistentes, propone de inmediato fijar metas para la reducción y con 

el tiempo, eliminar totalmente doce contaminantes orgánicos persistentes especialmente tóxicos. 

Se determinó también, el protocolo para tomar medidas frente a otros productos químicos 

identificados como inadmisiblemente peligrosos. Otros nueve productos químicos de este tipo 
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fueron incluidos en el Convenio en mayo de 2009. También organiza recursos para la 

erradicación de los COP acumulados y vertidos que degradan los paisajes del mundo. Por último, 

el Convenio prepara el camino para un futuro libre de contaminantes orgánicos persistentes 

peligrosos y promete reconfigurar nuestra economía en la medida en que se basa en esos 

productos químicos tóxicos. El Convenio entra en vigor, convirtiéndose de esta manera en 

derecho internacional, el 17 de mayo de 2004. 

 

  El convenio consta de cinco metas claras para cumplir su objetivo: 

• Eliminar los contaminantes orgánicos persistentes peligrosos, comenzando con los 

21 incluidos en el Convenio. 

• Apoyar la transición a otras soluciones más seguras 

• Proponer nuevos contaminantes orgánicos persistentes para que se tomen medidas 

• Eliminar las antiguas existencias acumuladas y el equipo que contenga 

contaminantes orgánicos persistentes 

• Trabajar juntos para un futuro libre de contaminantes orgánicos persistentes 
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Acuerdo de París 

El Acuerdo de París es un tratado internacional jurídicamente vinculante para Colombia y 

los países Estados que lo firmaron, que tiene como eje principal, el cambio climático. Fue 

adoptado por 196 Partes en la COP 21 en París, el 12 de diciembre de 2015 y entró en vigor el 4 

de noviembre de 2016. 

Su objetivo es limitar el calentamiento mundial por debajo de 2 grados, preferiblemente a 

1,5 grados centígrados, en comparación con los niveles preindustriales. 

Para alcanzar este objetivo, se establecen medidas para la reducción de gases de efecto 

invernadero, a través de tres importantes puntos:  

• Mitigación 

• Adaptación 

• Resiliencia 

Los países se proponen alcanzar el máximo de las emisiones de gases de efecto 

invernadero lo antes posible para lograr un planeta con clima neutro para mediados de siglo. 

El Acuerdo de París es un hito en el proceso multilateral del cambio climático porque, por 

primera vez, un acuerdo vinculante hace que todos los países se unan en una causa común para 

emprender esfuerzos ambiciosos para combatir el cambio climático y adaptarse a sus efectos.  

Las siguientes son las nueve claves que más se destacan en el Acuerdo de Paris: 

• Mantener el calentamiento global con cifras menores a 2ºC en comparación de los 

niveles preindustriales. 
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• Reducción de emisiones de dióxido de carbono, con miras a la neutralidad en el 

carbono. Es decir, lograr cero emisiones netas de dióxido de carbono. 

• El compromiso de las naciones en el cumplimiento de los acuerdos firmados. 

• Transparencia en los procesos de investigación, colaboración en información de 

las emisiones y en las aportaciones a la inversión. 

• Mecanismo del mercado. Los países podrán fijar negociaciones para la 

compraventa de carbono, para incentivar las acciones de reducción de las emisiones. 

• Compromiso financiero; se toma como una responsabilidad común, pero 

diferenciada. La carga de la responsabilidad, será distribuida directamente proporcional a la 

producción de emisiones que tenga un país. Los países con mayor cantidad de emisiones, 

deberán compensar y mitigar el impacto a una mayor escala que aquellos países menos 

industrializados.  

• Daños irrecuperables. Es importante el reconocimiento de medidas de apoyo y 

colaboración ante las situaciones en las que existan daños irrecuperables. 

• Marco legal y cumplimiento del acuerdo. Las naciones que firman, deben tener 

claridad de que el acuerdo de Paris es jurídicamente vinculante, y que los objetivos nacionales de 

lucha contra el cambio climático, serán establecidos por cada país. 

• El Acuerdo de París, entra en vigor el 4 de noviembre de 2016, después de haber 

sido ratificado por 55 países, los cuales representaban el 55% de producción global, de emisiones 

de gases de efecto invernadero.     
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Tabla 1 

Tabla sobre jurisprudencia ambiental de la corte constitucional colombiana. 

 

Jurisprudencia ambiental de la corte constitucional 

colombiana 

Prevención y precaución 
T 733- 17. Caso Cerro Matoso 

C 035-16. Protección. Páramos 

T 361-17. Páramo Santurbán 

Consagración y Protección de 

los sujetos de derecho             

SU-016– 20. Oso Chucho 

T 622- 2016. Rio Atrato 

T 4360-18. Amazonia 

Sostenibilidad Ambiental 
C 032-19. Demanda de 

Inconstitucionalidad 

Justicia distributiva 
T 294-14 Rellenos Sanitarios 

 

Fuente propia del autor 
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Capítulo III 

 

Metodología 

 

Corte de la Investigación  

Esta investigación tiene una metodología de corte socio-jurídico, en donde se estudia la 

eficacia e incidencia que han tenido las normas jurídico-ambientales en el proceder de la 

sociedad colombiana, para con la protección y mitigación en el deterioro medio ambiental del 

territorio. Analizar, si éstas, han sido suficientes y efectivas en la generación de una conciencia 

social responsable con el uso de los recursos naturales. 

 

Enfoque  

El enfoque de la investigación es de tipo cualitativo, toda vez que se basa en la 

apreciación subjetiva y no exacta, del comportamiento de la sociedad colombiana frente a las 

normas ambientales y su eficacia para la mitigación del deterioro ambiental. Se revisará el 

comportamiento actual de las actividades sociales que generen impacto ambiental y será 

comparado con las acciones que eran realizadas antes de las disposiciones jurídico – ambientales. 

Sin pretender un número exacto, se podrá evaluar si realmente las disposiciones jurídicas, han 

causado algún cambio en el comportamiento social, de cara a la protección ambiental. 

 

Método 

     La metodología utilizada para el desarrollo de esta investigación es la socio-jurídica, ya que, 

según Díaz (1998): 

Desde esta óptica, se pueden hacer estudios críticos desde las normas realmente vividas, 

aceptadas o deseadas por los ciudadanos, tratándose del derecho vivo del grupo social, las 
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prácticas sociales, el derecho socialmente eficaz más o menos, concordante o divergente con el 

derecho positivo válido y vigente. 

    Al tratar esta investigación sobre la efectividad de las normas jurídico-ambientales en la 

mitigación del deterioro ambiental, se conecta directamente con lo que plantea la metodología 

socio-jurídica, puesto que se indaga, examina y analiza si la norma jurídica se cumple o no en la 

realidad, no entrando a precisar su legitimidad o validez. En este escenario, la investigación va 

dirigida a mostrar que, las normas en el sentido puro y teórico muchas veces están apartadas de 

la realidad y no llegan a lograr los cometidos por las que se promulgaron. En concordancia con la 

metodología socio-jurídica y lo planteado con anterioridad, esta investigación utiliza estudios de 

interrelación entre normas positivas y realidad social, para así lograr las finalidades propuestas 

en lo que corresponde a la mitigación del deterioro ambiental en territorio colombiano. 

 

Paradigma de la Investigación 

     El paradigma utilizado como enfoque de esta investigación, es el paradigma cualitativo que, 

en palabras de Maanen (1983), es aquel que “estudia la realidad en su contexto natural, 

interpretando y analizando el sentido de los fenómenos de acuerdo con los significados que tiene 

para las personas involucradas”. El paradigma cualitativo permite que esta investigación se 

concentre en aquellos fenómenos o conductas sociales y, con esto, se pueda dar respuesta a los 

problemas que se planteen. Al dedicarse esta investigación al análisis de las normas jurídico- 

ambientales y su eficacia en la realidad, el enfoque cualitativo permite algo que obligadamente 

se debe hacer en este tipo de estudios: sumergirse en la sociedad. 
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Comprender los problemas, responder las preguntas y explorar los fenómenos, son aspectos que 

esta investigación de las normas ambientales requiere y que el paradigma cualitativo concede, 

claro está, sin perder de vista el contexto en el cual ocurren. 

 

Población y Muestra  

Muestreo aleatorio por conveniencia. La investigación basará su análisis en sujetos 

disponibles, para estudiar la percepción del ciudadano del común. Cabe anotar que la 

investigación apunta a establecer, si la población ha recibido por medio del Estado y sus 

disposiciones, la suficiente educación ambiental, como para motivar la protección y mitigación 

del daño al ambiente.  

 

Técnicas de Recolección de Datos 

 

      Para analizar la efectividad de las normas jurídico-ambientales en la mitigación del 

deterioro   ambiental dentro del territorio colombiano, se utilizarán fichas analíticas que contengan 

información del comportamiento de la estructura socio-económica para con el cuidado del medio 

ambiente y su relación con la aplicabilidad de la norma. Se revisarán las políticas públicas de 

contenido ambiental, al igual que el sentido de la jurisprudencia ambiental colombiana. 

      Para analizar las normas que enmarcan el derecho ambiental, se utilizarán fichas 

analíticas de contenido normativo, que permitan establecer la existencia y suficiencia de ellas. Se 

revisará la ley y su evolución, para determinar si ha existido una construcción conjunta en la 

relación, que debe ser sostenible, entre la economía, sociedad, justicia y medio ambiente. 

      Para conocer la percepción del ciudadano en cuanto a si cree que exista una efectividad 

de las normas jurídico-ambientales en la mitigación del deterioro ambiental dentro de su 
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territorio, se practicarán entrevistas no estandarizadas, tanto a ciudadanos del común, como 

algunas empresas y entidades, como la Corporación Autónoma del Caribe (CRA); con el fin de 

recopilar datos oficiales y actualizados. 
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Capítulo IV 

 

Análisis y Discusión de Resultados 

 

El derecho ambiental ha venido tomando gran relevancia en los textos normativos, tanto así 

que, para proteger los derechos fundamentales, se hace indispensable que exista una protección 

del medio ambiente. Al punto tal que, la jurisprudencia ambiental colombiana, ha declarado a la 

naturaleza como sujeto de derecho en sus más recientes y revolucionarias sentencias. Sentencias 

como la T622 de 2016 en donde la Corte Constitucional declara del Rio Atrato como sujeto de 

derecho para su protección y recuperación, la 4360 de 2018 en donde también es declarada la 

Amazonía como sujeto derecho, o el “habeas corpus” concedido al Oso Chucho a través de la 

sentencia 17001-22-13-000-2017-00468-02, por considerarlo sujeto de derecho, son coherentes 

con el compromiso del Estado a proteger y hacer uso adecuado a los recursos naturales. Esto 

último toma sentido una vez que se evidencia como el deterioro del medio ambiente puede 

afectar derechos básicos como la vida y la dignidad humana; por tal motivo, como menciona 

Manzano (2020), “no puede sorprender que el desarrollo sostenible se haya incorporado a 

distintos textos constitucionales y haya devenido la matriz a partir de la que los diferentes 

principios del derecho ambiental hallen acogida en el derecho constitucional interno” Esta cada 

vez más evidente constitucionalización del medio ambiente, la podemos ver reflejada en la 

Constitución de 1991, ya que, esta misma, le otorga a la naturaleza una serie de derechos que 

buscan su protección  y que deben ser respetadas. Esta tarea, aunque en mayor medida les 

corresponde a los mandatarios, como menciona Lopera (2019) “acorde con el título de 

constitución verde, los colombianos tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano, como 

ciudadanos tienen la obligación de participar en las decisiones del gobierno y de cuidar y 

proteger el medio ambiente, creando conciencia sobre la necesidad de generar sentido de 
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responsabilidad social en todo lo relacionado con el ecosistema y el medio ambiente” Supelano 

(2020) se refiere a esta constitucionalidad del medio ambiente, afirmando que “los derechos 

ambientales han dejado de ser considerado como pragmáticos, reconociéndoseles grados 

importantes de exigibilidad”. Esta exigibilidad se hace necesaria cuando la historia muestra la 

funcionalidad y la importancia del medio ambiente solamente en temas de explotación y de los 

beneficios que le pudiera dar al hombre, es decir, que la naturaleza fue considerada, en sus 

funciones y por mucho tiempo, como algo destinado únicamente a la explotación, no habiendo 

lugar a que se le pudieran conceder derechos. Por tanto, tal y como lo afirma tal Vicente (2020), 

“a partir del reconocimiento del principio de la vida que está entretejido en los elementos de la 

Naturaleza y el daño irreparable ocasionado, es legítimo dotar a la naturaleza de derechos para su 

protección”. 

Se hacía necesario entonces que el derecho ambiental entrara en un ámbito constitucional, pues 

gracias a su alcance y jerarquía, se evidencia un avance en cuanto al trato que se le da al medio 

ambiente. En Latinoamérica, por ejemplo, muchos países han tomado su constitución y la han 

adaptado a este nuevo concepto de constitución verde, dándole con esto derechos a la naturaleza 

que antes no eran concebibles. Estas mejoras en ámbito latinoamericano las podemos notar 

cuando vemos que, Ecuador, en 2008 se convirtió en el primer país latino en salvaguardar, 

jurídicamente hablando, a la Madre Naturaleza; Bolivia, en 2010, sancionó la ley denominada 

“Ley de la Madre Tierra” y, Colombia, a través de la Corte Constitucional y la Corte Suprema de 

Justicia, le concedió derechos a la cuenca del río Atrato y declaró a la amazonia como región 

ecológica sujeto de derechos, cumpliendo de alguna manera con esto con lo que la Constitución 

de 1991 y norma superior vigente establece. Estos reconocimientos de derechos a la naturaleza, 

en palabras de Borras (2020), “constituyen la culminación, en materia ambiental, de un proceso 
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de constitucionalización del medio ambiente que se ha venido desarrollando en los países 

latinoamericanos”. Por otro lado, es verdad que aún persisten problemáticas ambientales que 

deben ser tratadas y que, en palabras de Supelano (2020), “requieren análisis, planificaciones y 

acciones a nivel regional, atendiendo antes a la geografía de los ecosistemas que a las divisiones 

políticas. Esto implica políticas de coordinación productiva entre los países, y aceptar marcos de 

soberanía supranacional”. Los autores, al hablar de lo que sucede en Colombia, coinciden 

muchas veces en decir que la problemática real se centra en la amplia producción de normas 

ambientales que no atacan problemas reales y, como lo menciona Vargas (2021), “el derecho 

ambiental ha ganado espacio, ya que hace parte de las propuestas políticas de sus gobernantes, 

pero en realidad estas políticas son muy tibias”. Entonces se hace necesario que las normas 

ambientales ataquen un problema real, una problemática existente, ya que, si se solo se 

promulgan cumpliendo los estándares legales, se crearía un dilema basado en la vitalidad de la 

norma ambiental, pues estaría en una condición viva por su existencia en el ordenamiento 

jurídico, pero muerta en la realidad. 

      

¿Son efectivas las normas jurídicas colombianas para la mitigación del daño ambiental? 

La respuesta es un evidente no. A pesar de los esfuerzos y las batallas que se han dado 

desde el punto de vista legislativo y judicial para proteger el derecho de todos a un ambiente 

sano, con tristeza se debe reconocer, que la deforestación, el tráfico de fauna y flora silvestre, la 

contaminación de cuencas hídricas, la minería ilegal, el desvío o taponamiento de caños y 

quebradas, la contaminación industrial y un sin número más de formas de agravios hacia el 

ambiente, son aún practicas cotidianas. Lo que evidencia que el problema no está en la necesidad 
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de un código más robusto de normas ambientales; el problema radica principalmente en la falta 

de conciencia real del daño causado por toda la sociedad.  

Nadie realmente consiente del daño que ha causado, optaría por continuar provocándolo; pero la 

realidad es que conocemos el daño, sabemos de su existencia, pero no tenemos una verdadera 

conciencia; preferimos evadir la responsabilidad, asumiendo que “otros” causan la gran 

contaminación, y que mi televisor encendido, o el poco combustible que consumo, no es 

suficiente para provocar el desastre ambiental que llevó al cambio climático. Para nuestra 

conciencia la responsabilidad recae sobre la minería a gran escala facultada por el mismo 

gobierno, los grandes proyectos de urbanismo, la falta de control sobre los vertederos 

industriales, el déficit en equipos de control para emisión de gases, la aprobación de algunos 

proyectos que permiten la tala de árboles, y otras muchas más acciones incoherentes. Por esta 

razón, la sociedad no ve ni la urgencia ni la gravedad en las prácticas cotidianas, y supone que 

“si estas grandes empresas contaminan a una escala gigantesca antes los ojos de todos, entonces 

quizá el impacto ambiental no es tan fuerte como dicen”.  Restándole importancia al esfuerzo 

que se ha implementado en educación ambiental. A parte del craso error de la justicia ambiental, 

que se aplica en la mayoría de los casos, a prácticas menores de daño ambiental por parte de 

campesinos o particulares, que no son realmente el grueso del foco de contaminación. Los 

grandes emporios, que generan el mayor porcentaje de afección, son en muchos casos intocables, 

porque cumplen de aparentemente con sus permisos, en muchos casos manipulados y otorgados 

por quienes se benefician del producto, haciendo que sólo cuando el daño es masivo y se 

convierte en un escándalo nacional, llegar a ser verdaderamente frenados o severamente 

sancionados.  
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Algunos ejemplos dentro de la Costa Caribe colombiana, en donde se evidencian la falta de 

efectividad de la norma ambiental, en la mitigación del daño al ambiente: 

 

Quemas en la Vía Parque de Salamanca 

La reserva natural, adonde confluyen el mar Caribe, el río Magdalena y la Ciénaga 

Grande de Santa Marta, además de un ecosistema macondiano de manglar considerado 

aeropuerto internacional de aves y un pulmón para Barranquilla, a pesar de que una sentencia en 

el año 2020 ordenó reducir la deforestación a cero, aún continúa sufriendo el flagelo de las 

quemas y caza de animales. Sumado a esto, la cercanía con el puerto de Palermo y la 

construcción de una doble calzada, han deteriorado visiblemente la Vía Parque de Salamanca. 

A pesar del gran valor ambiental que posee, por ser un refugio excepcional de 

biodiversidad, nadie quiere asumir el reto cuidarlo. Parques Nacionales Naturales se encarga de 

su administración, pero su presupuesto anual, es muy bajo, estimado en unos aproximados 600 

millones de pesos, apenas se logra cubrir la nómina de casi treinta contratistas. Con la 

insuficiente administración, y los recurrentes incendios forestales que amenazan la calidad del 

aire y la salud respiratoria de la población aledaña, especialmente de la ciudad de Barranquilla, 

motivaron en 2019 una tutela que buscaba su protección. El 18 de junio de 2020, la Corte 

Suprema declara sujeto de derechos a Isla de Salamanca, como lo había hecho antes con la 

Amazonía, el río Atrato y el Páramo de Pisba. Casi 500 hectáreas han resultado afectadas en las 

quemas desde 2015, y la justicia confirmó que se trata de una deforestación descontrolada que 

amenaza la supervivencia de animales y plantas, que ninguna autoridad hizo algo para 

controlarla y que Parques Nacionales ha incumplido en su rol de guardián. 
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Sin embargo, y a pesar de que la sentencia dio un parte de tranquilidad a quienes se preocupaban 

por la isla y la salud pública, hay que resaltar que todo al parecer fue en vano. A pesar de haber 

quedado protegido por el poder judicial, la sentencia, según sus demandantes, solo quedo 

impresa en el papel, y la realidad es que la Vía Parque Salamanca sigue en continuo deterioro 

ambiental.  

Según el informe del cuerpo de bomberos forestal del parque, los incendios que se producen en 

la isla Salamanca, son provocados de forma intencional. Parques Nacionales, ha registrado 39 

incendios forestales entre los años 2015 y 2021; de estas conflagraciones un 74% afectan 

pastizales y herbazales, un 22% matorrales y rastrojos, y en 4% los manglares. A pesar de que 

porcentualmente se registre una menor afectación para los manglares, los estudios indican que 

ambientalmente es la afectación más grave.  Parques Nacionales explica que los manglares son 

uno de los ecosistemas más productivos en cuanto a la biodiversidad, después de los corales, 

porque sirven de refugio para la reproducción de peces, generan oxígeno y protegen de la erosión 

costera, los vendavales y los huracanes. 

 

Descongelamiento de la Sierra Nevada de Santa Marta 

El principal ecosistema de la Región Caribe amenaza con desaparecer para los próximos 

30 años. La Sierra Nevada de Santa Marta, nutre 30 ríos, que, al desaparecer sus glaciares, 

desaparecerían ellos también. Dejando a territorios como la ciudad de Santa Marta, Valledupar, 

baja Guajira, Aracataca, Palomino entre otros, sin abastecimiento de agua. Se promedia que la 

Sierra Nevada abastece a 1.5 millones de personas de agua. Hoy, este páramo se encuentra en un 

proceso de desvanecimiento que en un futuro muy cercano producirá funestas consecuencias a la 

biodiversidad de toda la región y del mundo en caso de continuar con el deshiele acelerado. 
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El informe de la alta montaña del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 

Ambientales de Colombia (Ideam) y la Universidad Nacional (UN) sobre la proyección de 

pérdida de glaciares en Colombia, señala que la Sierra Nevada de Santa Marta anualmente pierde 

1,3 % de su casquete de hielo. “Según el informe de ProSierra, los siete páramos que tiene 

Colombia abarcan 1.661.400 hectáreas, de los cuales la Sierra Nevada de Santa Marta, con 85 

mil hectáreas, representa el 5,1 %. El de mayor extensión es el Cocuy, con 1.120.000 hectáreas, 

con un 67 %; seguido por el Sumapaz, con 205 hectáreas 12.3%, y el Nevado del Ruiz, con 101 

hectáreas 6.1%. 

El descongelamiento de los picos nevados de todo el país, amenaza con desaparecerlos 

para los próximos años. El cambio climático generado por el hombre en todo el mundo, está 

provocando el deshiele de los glaciares y nevados del planeta. Pero aun así con toda esta 

afectación que se ha podido evidenciar con el paso de los años, el hombre no toma conciencia. A 

parte de la afectación que produce el cambio climático, a la Sierra Nevada de Santa Marta, se le 

suma la actividad de tala de bosques, ganadería, agricultura expansiva y los cultivos ilegales. 

Estos, crean los microclimas de la zona norte de la sierra, que arrastran lluvia y humedad.  

Y aunque, el deshielo de los glaciares es inevitable y no hay acciones humanas que lo 

puedan frenar, expertos coinciden en que es necesario realizar todos los esfuerzos para proteger 

lo que queda de bosques y páramos a través del freno a la deforestación, el mantenimiento de las 

rondas de los ríos, la conservación de los caudales y la no intervención de las altas cumbres. 

Medidas de protección que lastimosamente no se están dando a pesar de toda la normatividad 

existente, y toda la evidencia del impacto ambiental provocado. 
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Minas de Carbón a Cielo Abierto 

La minería a cielo abierto que se practica en la Costa Norte del país, es otro claro ejemplo 

de que no hemos entendido nada acerca del daño ambiental y el cambio climático provocado por 

nosotros mismos. Se insiste en un modelo de desarrollo económico exageradamente lucrativo, 

pero que lleva al deterioro de la naturaleza. La minería en todas sus formas, y la explotación de 

cualquier recurso natural, llámese oro, carbón, esmeralda, gas, entre otros, lleva consigo, una 

infraestructura y técnicas altamente invasoras y nocivas para la tierra. La aplicación de químicos 

para la lixiviación del terreno mediante el uso de cianuro, mercurio y ácido sulfúrico, sustancias 

altamente tóxicas, se encargan de disolver los compuestos indeseados, con el objetivo de obtener 

los minerales que se desea extraer de la tierra. Maquinarias que trabajan bajo un modelo 

depredador, que busca la eficiencia, abriendo el mayor terreno posible al menor tiempo de 

producción. Esto hace que los terrenos afectados se conviertan en extensas extensiones de 

cráteres, cambiando la morfología de la tierra, y dejando suelos absolutamente inertes.  

Pero el daño se extiende aún más allá. A parte de los daños superficiales del suelo, la 

minería a cielo abierto, trae una contaminación aérea por la gran cantidad de materia fina, 

conocido como polvillo tóxico, que se desprende y son absorbidos por animales y seres 

humanos. También la afectación se extiende a las aguas superficiales, pues los residuos químicos 

que no son debidamente dispuestos, y almacenados, se filtran hasta las cuencas cercanas de 

aguas frescas, contaminándolas y arrasando con el ecosistema existente dentro de ellas. Sumado 

a todo lo anterior, hay daños graves, que no se observan fácilmente, pero que, como un cáncer, 

va acabando por dentro con todo; y son los daños a los acuíferos subterráneos que causa esta 

actividad. Los desechos contaminantes, son lavados por el agua de las lluvias, filtrándose al 

subsuelo, contaminando los yacimientos de aguas subterráneas. Y, por último, aparatando los 
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conflictos entre las comunidades y las empresas depredadoras, y la contaminación visual que 

traen los cráteres que se forman en esta actividad, se encuentra el daño más palpable a la vista de 

todos, y es el causado sobre la fauna y la flora; ecosistemas que desaparecen destruyendo el 

equilibrio ecológico de la tierra. Algunos consideran que por ser excavaciones en tierras 

desérticas no hay daño a los ecosistemas. Pero eso es un total desconocimiento del medio 

ambiente. Las zonas desérticas están repletas de ecosistemas, que no son menos importantes que 

los vistosos valles y bosques. Los departamentos del Cesar y la Guajira, son los departamentos 

de la Costa Atlántica, que tienen una mayor explotación de este tipo. 

 

Deterioro de la Ciénaga Grande del Magdalena 

La Ciénaga Grande del Magdalena, es un gran complejo de humedales de alrededor 5.000 

kilómetros cuadrados; cuya importancia nacional, ha sido reconocida mediante la declaratoria de 

dos Parques Nacionales en su interior, y a nivel internacional la designación como sitio Ramsar y 

reserva del hombre y la biósfera por parte de la Unesco. Lamentablemente este es otro caso en 

donde los reconocimientos como zona especial de reserva natural o las normas ambientales, son 

insuficientes para su protección. La ganadería, agricultura y obras de infraestructura, tienen a la 

Ciénaga Grande al borde del colapso ambiental; la situación es muy compleja porque, el estado 

al implementar políticas inadecuadas de desarrollo local, ha debilitado el ciclo hidrológico 

natural, al disminuir drásticamente el caudal que desciende de la Sierra Nevada de Santa Marta 

por los ríos Fundación, Aracataca, Sevilla y Frio. El caudal de las aguas abastece proyectos 

productivos en monocultivos como de banano, palma de aceite, arroz etc. La intervención de 

particulares con intereses propios, bajo el apoyo del Estado y de particulares, han realizado obras 

de infraestructura vial sin planes de manejo ambiental responsables, que, unido a la extracción 
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ilegal del manglar, la sobrepesca y la contaminación, están llevando a la inminente degradación 

del valioso ecosistema.  

A parte de esta constante incidencia negativa para la ciénaga, recordemos que, en un 

pasado muy reciente, la Ciénaga Grande enfrentó la catástrofe de los manglares de mayor 

impacto en Colombia. La carretera que comunica a la ciudad de Barranquilla con la población de 

Ciénaga-Magdalena, cortó en gran cantidad, el flujo de agua dulce que conformaba la mezcla 

equilibrada de aguas dulces con oceánicas, para el desarrollo de los manglares. Manglares que 

soportaba una diversidad en sus ecosistemas, como en ninguna otra zona de manglares del país.  

Aún la ciénaga no se logra recuperar del todo de esa tragedia ambiental, cuando debe continuar 

soportando la tala indiscriminada y la constante contaminación. 

  

Contaminación y Deterioro de la Mojana 

La Mojana es una región de la zona norte colombiana, caracterizada por sus humedales 

altamente productivos, que tienen como función ecosistémica, regular los cauces de los ríos 

Magdalena, Cauca y San Jorge, amortiguar las inundaciones y facilitar la decantación. 

Esta valiosa zona de humedales, tampoco se escapó de las manos depredadoras del 

hombre. Nuevamente la forma de evolución y desarrollo que encuentra el hombre, es a costa de 

la afectación ambiental, hacia los recursos naturales, que tienen como función garantizar nuestra 

existencia. Son muchas las formas que ha encontrado el hombre para contaminar; como ejemplo 

en la Mojana tenemos la acumulación de basuras, que, en épocas de lluvia, son arrastradas por 

las corrientes, y cierran en ocasiones el intercambio de agua para purificar el lecho donde se 

reproducen los peces.  
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El biólogo Jaime de la Ossa Velásquez explica que este es el resultado de un “proceso de 

pérdida de oxigenación por eutrofización de las aguas, bien sea por estancamiento, 

calentamiento, o por vertimiento de aguas contaminadas. La población de peces queda sin el 

suficiente oxígeno, ocasionándose la mortandad de peces”, indica el biólogo.  

Por otra parte, la Mojana también sufre la contaminación de sus aguas con mercurio a raíz 

de la minería que opera en el departamento de Antioquia. Gran parte del problema de 

contaminación, proviene del área minera del noreste de Antioquia, región del Nechí; que a su vez 

esto se encuentra correlacionado con el área del Bajo Cauca - San Jorge que corresponde a un 

sistema hidrológico integrado e interdependiente, formado por el abanico fluvial del río Cauca. 

Los resultados de las investigaciones, indican que las concentraciones de mercurio, superan los 

estándares, afectando gravemente la salud pública de sus habitantes. Altos niveles en 

malformaciones humanas, son atribuidas a la degradación de las aguas de la Mojana. Los 

investigadores concluyen que el agua del Bajo San Jorge no es apta para el consumo humano y 

en algunos casos para actividades pecuarias. 

Pero el problema de la contaminación por mercurio o la acumulación de basuras no son 

los únicos que afectas a La Mojana. La deforestación está acabando los bosques 

progresivamente, siendo las especies de cedro y de roble, las más afectadas por su alto valor 

comercial. Si no se detiene esta actividad, los expertos indican que solo quedan 10 años de 

bosque, y después de estos, serán solo un recuerdo, los bosques de La Mojana. Llevándose con 

ellos, especies nativas el ponche, hicoteas, al igual que aves migratorias, como el barraquete. 
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Sobreuso del Suelo en las Islas del Rosario 

El archipiélago Nuestra Señora del Rosario y San Bernardo, más conocido como Las 

Islas del Rosario, es un maravilloso lugar que ofrece paisajes naturales exuberantes, bellísimos e 

inigualables, que atrae la mirada y visitas de todos. Las islas hacen parte de la zona insular de 

Cartagena, y la conforman 28 islotes con una superficie total de aproximadamente 20 hectáreas.  

Inmersos en las aguas de este archipiélago colombiano, se encuentra un mundo coralino 

fantástico que está siendo destruido por el abuso del hombre. Es precisamente la belleza del lugar 

que ha atraído el excesivo turismo sin control, y sin un programa ambiental que lo respalde, el 

que está acabando con el hermoso archipiélago. Son muchas las demandas que enfrenta el estado 

por este maravilloso espacio de Colombia. Y nuevamente el ser humano, con su actitud 

antropocéntrica, a costa de lo que sea, inclusive de fraudes urbanísticos, pretende ser dueño de un 

pedazo de tierra en las hermosas islas. Con un sobreuso del suelo, y la ocupación del hombre, 

con todo lo que eso conlleva, el archipiélago, está soportando una carga que sobrepasa su 

capacidad. Muchos de los arrecifes coralinos están desapareciendo por el maltrato causado por 

los motores de los diferentes transportes y deportes acuáticos, que el ser humano sin 

conocimiento, está utilizando para llegar o disfrutar de las coloridas aguas. 

Sumado al abuso del turismo, y quizá en una mayor proporción, está el daño provocado por el 

Canal de Dique, que a través de las bocas de Lequerica y Matunilla deposita grandes volúmenes 

de sedimentación acabando con la vida marina y el manto de corales de la zona. Y como si fuese 

poco tanta agresión ambiental, también las islas deben soportar prácticas como la pesca con 

dinamita y la falta de tratamiento de las aguas servidas por la sobreocupación y turismo de las 

islas. 



EFECTIVIDAD DE LAS NORMAS JURÍDICAS                                                             77 

 

A pesar del llamado de atención de las autoridades, de los fallos que han prohibido la 

utilización del suelo del archipiélago y la negación continua de títulos, la violación a los recursos 

naturales y las dinámicas físicas, químicas y biológicas continúan perjudicando los ecosistemas. 

El Ministerio de Ambiente ha alertado sobre la falta de control y el Consejo de Estado han 

ordenado su protección urgente, pero nuevamente eso queda solo en alertas y continua el 

desastre ambiental.  

 

Contaminación del Rio Magdalena 

Siendo uno de los regalos más espectaculares de la naturaleza, el Río Magdalena, es de 

las joyas ecológicas más preciadas del país. Atravesando de norte a sur recorre toda la nación 

colombiana, tocando 22 de sus 32 departamentos, 728 de sus 1100 municipios, con 596 dentro de 

la cuenca específica del Magdalena. Quizá siendo el motor ecológico más grande de la 

agroindustria en Colombia, el que calma la sed de muchos de sus habitantes, no se escapa al 

maltrato ambiental. Así como lleva vida a muchos de los municipios del país en sus 1500 

kilómetros de navegabilidad, así mismo vierten en sus aguas a lo largo y ancho los desechos de 

los municipios como, aguas residuales sin tratamiento, desechos industriales, descargas directas 

de clínicas, lavados de automotores, basuras, y todo tipo de lixiviados sin control ni piedad. Ante 

el conocimiento y la mirada de todos, el río a su paso, va recogiendo la basura del país, para 

entregarla al océano Atlántico en Bocas de Cenizas al norte de Colombia, convirtiéndose en el 

sifón del alcantarillado colombiano.  

Otra afectación palpable es la sedimentación que va arrastrando a su paso; que, al acumularse en 

algunas zonas, causa el desbordamiento de sus aguas en épocas de invierno. El cambio climático 

ha provocado que el fenómeno de “La Niña” se convierta en una gran amenaza para los pueblos 
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aledaños. Recordemos que el cambio climático intensifica los fenómenos haciéndolos extremos, 

y cuando llega “La Niña” la cantidad de aguas lluvias que recibe la tierra es muy superior a 

época anteriores. Pero ¿qué causa la sedimentación de los ríos? Son varios los factores que 

causan que el rio Magdalena arrastre tanto material en su paso, pero a parte de la contaminación 

y el material de arrastre causado por los desechos humanos, nos enfocaremos en la erosión de sus 

taludes. El hombre al no respetar la ronda hídrica de los caños, quebradas o ríos, desbasta los 

árboles y materia vegetativa que se encuentra enraizada de manera natural para proteger los 

taludes de las cuencas; permitiendo deslizamientos y erosión de la tierra hacia el fondo de estas. 

Es por eso que la deforestación alrededor de las cuencas hídricas es tan grave para estos cuerpos 

de agua, y una determinante ambiental es precisamente el respeto de los 30 metros de ronda 

hídrica. Ahora bien, hay que tener en cuenta que no solamente los desechos de los municipios 

sobre el cause que recorre el río Magdalena son los que este recibe, es que también al rio llegan 

un sin número de caños y quebradas que a su vez han recibido desechos de otras poblaciones, 

que llegan al Magdalena, convirtiéndolo como ya lo habíamos mencionado en el sistema de 

alcantarillado más grande del país.    

Este último ejemplo del Río Magdalena, que trae esta investigación es quizá el más visible para 

todos. El propósito de dejarlo al final, era para concientizar al lector que no se trata de un 

ejemplo cualquiera; quizá se le atañe la falta de cuidado ambiental a aquellos lugares recónditos 

que por desconocidos no tengan dolientes poderosos que luchen por preservación. Pero vemos 

que en Colombia la falta de armonía en la relación habitante - medio ambiente, se da a cualquier 

escala. El río Magdalena no se trata de un lago desconocido, ni de un parque lejano o de una 

pequeña isla apartada que solo se conoce por fotos, ¡no! Se trata de la fuente más grande de agua 

de Colombia, y, aun así, ante todas las miradas de los colombianos, pasan sus aguas 
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contaminadas por frente nuestro. El río que nos da a beber a muchos, se puede considerar el 

mayor ejemplo de que el sistema jurídico ambiental colombiano necesita ser complementado 

para logra su eficacia.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



EFECTIVIDAD DE LAS NORMAS JURÍDICAS                                                             80 

 

Conclusiones 

 

El hombre forma parte del medio ambiente y, con el afán de generar desarrollo y lograr 

una mayor comodidad, ha tenido que implementar estrategias que tienen como efectos 

secundarios el deterioro ambiental y, desde una visión absolutamente antropocéntrica, en donde 

el humano creyó que era el centro del universo, generó un desarrollo desenfrenado que llevó al 

desastre ambiental que produjo el hoy conocido cambio climático. Del otro lado de esta 

situación, se encuentra el mismo hombre, con el deber indeleble que los humanos primitivos 

establecieron en el mismo de proteger y hacerse responsable del medio ambiente; por lo que, de 

forma instintiva, reconoce la importancia y necesidad de proteger los recursos que existen en la 

naturaleza. Desde épocas primitivas, comprendió que los suelos requerían un cuidado especial y 

brotaran de ellos los beneficios ecosistémicos que hoy de forma consciente conocemos. Es por lo 

anterior que, los gobiernos, con afán, buscan frenar y encontrar formas para adaptarnos y mitigar 

el impacto ambiental que produce la cotidianidad social. Es importante reconocer que Colombia 

ha tenido normas que tratan sobre temas ambientales desde mucho antes de la expedición de la 

Constitución de 1991. Y sí, es cierto que la misma Carta Magna le otorga derechos a la 

naturaleza, pero, también es cierto que, desde la década de 50’, con la promulgación de la Ley 2 

de 1959, las normas jurídico - ambientales son una realidad. La economía forestal de la Nación y 

conservación de recursos naturales renovables tratados en la mencionada Ley 2 de 1959; la 

creación del Código Nacional de Recursos Renovables producto de las facultades extraordinarias 

que le otorgó Ley 23 de 1973 al presidente de la república y consolidada con el Decreto Ley 

2811 de 1974 y el Código Sanitario del que trata la ley 09 de 1979, son ejemplo del desarrollo, 

en temas ambientales, de las normas colombianas. Ahora bien, aunque hemos podido observar 

que las normas ambientales que se han ido desarrollando en territorio colombiano tienen buenas 
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intenciones, muchas de estas no atacan problemas que en la realidad existen o son ineficientes 

para mitigar el impacto ambiental y no se cumplen en la realidad. No sirve de nada que nuestra 

Constitución de 1991 sea catalogada como una constitución verde, si, 1. las entidades encargadas 

de la promulgación de las normas ambientales no se toman en serio los derechos que esta misma 

le concede al medio ambiente;2. los ciudadanos no tienen una cultura ambiental que les haga 

cumplir con lo que la norma exige ;3, sea poco conocida la legislación ambiental en contextos 

académicos y, 4, las entidades encargadas de la vigilancia y control del cumplimiento de las 

normas ambientales, sean poco coercitivas con quienes violen lo establecido en ellas. Se pudo 

entender también que, el impacto ambiental que ha venido sufriendo Colombia en los últimos 

años, no solo es un problema que recae en el órgano legislador, por lo que se hace necesario 

entonces que el estado cree políticas ambientales acordes a la realidad, haya más inversión en 

educación ambiental y las entidades encargadas de proteger la norma ambiental tomen en serio 

su papel. Además, es de suma importancia que se hagan reales los principios que la Constitución 

establece y haya más participación ciudadana en las decisiones que recaen sobre el medio 

ambiente. 
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Recomendaciones 

 

Queda claro el panorama de tratamiento ambiental que maneja el país. Aunque existe un 

sistema jurídico robusto y normas ambientales claras, no ha sido suficiente para lograr una 

verdadera mitigación al deterioro ambiental dentro del territorio; se hace necesaria la creación de 

escenarios de educación ambiental, en donde todo el estado participe. Es importante que el rango 

gubernamental y judicial aplique y ejecute la norma sin distinto de influencias o volumen de 

contaminación. Que las decisiones que deban tomarse en el país para frenar el desastre 

ambiental, se tomen y no sea el mismo gobierno el que permita permear permisos a aquellos 

negocios que por ser altamente lucrativos, merezcan un trato diferencial. 

Ver a la contaminación y la infracción ambiental como lo que es, y no medirla por 

conveniencia alguna.  

En la ejecución de estas políticas, deben participar no solo la institucionalidad estatal, 

sino instancias internacionales, veedores y gestores ambientales, los actores privados, las 

asociaciones locales, los gremios productivos etc., para abordar de manera urgente la 

problemática ambiental que aqueja al país, y lograr así las metas, a las que nos hemos 

comprometido mundialmente, de mitigación del daño ambiental.  
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